LA READMISIÓN EN ORIGEN. LA POSTRERA EXPRESIÓN DE LA POLÍTICA COMUNITARIA DE ALEJAMIENTO DE LOS EXTRANJEROS INMIGRANTES EN SITUACIÓN IRREGULAR
The readmission at source. The last expression of the irregular foreign immigrants removal common policy.

Francisco Manuel BARRERA LÓPEZ*
         SUMARIO: 

I. Introducción. II. Delimitación de conceptos. III. La génesis de la incipiente política comunitaria de readmisión. Un ejemplo de pragmatismo. IV. Perspectivas actuales. La institucionalización de la “criminalización” del inmigrante irregular. V. ¿Hacia dónde se encamina la incipiente política comunitaria de readmisión? El readmitido como damnificado. 
* Doctor en Derecho por la Universidad de Granada. Funcionario de carrera de la Escala Técnica de la  Universidad de Granada. E-mail: fmbarreralopez@gmail.com 
I. INTRODUCCIÓN


Un estudio sobre las políticas de inmigración en el contexto de la Unión no resultaría completo si no se analizara el significado y alcance de la readmisión en origen o, en su caso, en tránsito, de los extranjeros inmigrantes en situación irregular y lo que representa: la culminación con éxito de la ejecución de las órdenes de salida forzosas. La readmisión es la expresión final de la política de alejamiento de la inmigración irregular. Los mecanismos coercitivos de salida previstos legalmente ante el incumplimiento de las condiciones exigidas para la entrada o para la permanencia legal en el territorio de la Unión culminan el iter de un proceso reactivo ante la trasgresión de los distintos filtros selectivos establecidos
. La naturaleza represiva de la readmisión como forma de alejamiento está presente, si bien es cierto que el hecho de que la cooperación sea el instrumento necesario para la práctica de la readmisión, en cierta medida, enmascara ese componente punitivo. Por ello, la presencia de contraprestaciones que se ofrecen a los terceros países responde a un ejercicio de calculado pragmatismo: la reducción de la inmigración irregular con el retorno  físico de las personas con sus problemas al lugar de partida. 



La readmisión es un elemento de cierre del sistema, un ejemplo de que la selección es una parte de la política de orden público y de seguridad que está en la génesis de toda regulación de extranjería y que, en último término, responde a la lógica de la exclusión. Y esa política no puede comprenderse, en su justa medida, sin contemplar el instante donde la “criminalización” del inmigrante irregular cede su espacio al retorno al “estado de naturaleza”; ese estado donde el inmigrante vuelve a reencontrarse con la cruda realidad de unos derechos que cuando no están deficientemente garantizados es que ni siquiera se poseen, con todo lo que ello sintetiza no sólo desde el punto de vista jurídico sino ético. 



La política comunitaria de alejamiento se sirve del retorno, fundamentalmente del forzoso, y de su prolongación material (la readmisión), como un instrumento más de la limitación del derecho a la libre circulación y residencia, un componente de una política que no tiene como prioridad la defensa de los derechos de las personas y que precisamente pretende más disuadir que gestionar. La Directiva 2008/115/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a procedimientos y normas comunes en los Estados miembros para el retorno de los nacionales de terceros países en situación irregular, de 16 de diciembre de 2008 representa un punto y seguido en el impulso común de este complejo proceso
. 



Si la política comunitaria de índole represiva se provee de instrumentos sancionadores en orden a combatir el fenómeno de la irregularidad, la ejecución de los mecanismos que “condenan” al extranjero en situación irregular a la salida forzosa del territorio de cualquiera de los Estados miembros de la Unión no deja de resultar compleja y, en no pocas ocasiones, de imposible realización. La previsión de instrumentos preparatorios del alejamiento material como la detención o el internamiento en no pocas ocasiones se han demostrado ineficaces y, en cierto sentido, se ha acompañado de una cierta improvisación en materia de ejecución. La siempre problemática aplicación de los acuerdos internacionales de readmisión en el nivel comunitario en general, y en los Estados miembros en particular, ha facilitado sui generis en la práctica la introducción de una nueva categoría de extranjero irregular: el “no readmitido”
. ¿Qué hacer con un inmigrante en situación irregular y sobre el que pesa una orden de salida del territorio cuando ningún Estado quiere hacerse cargo de él?, ¿paralizamos su situación procesal y administrativa por el solo hecho de haber sido calificado como objeto de una medida de expulsión o de devolución?



Son todavía muchas las interrogantes por resolver. Y en el supuesto de que se pueda ejecutar la medida sancionadora, ¿qué garantías existen de que no se vuelva a reintentar el acceso clandestino al territorio?, ¿no se deja a suerte de los Estados de tránsito, por ejemplo, la garantía del retorno al país de origen?, ¿cómo se protegen los derechos en ese itinerario? Estas y otras cuestiones, sin duda trascendentales, tienen que hacer pensar no sólo a los poderes públicos, sino a la ciudadanía en su conjunto. Sus posibles respuestas son la clave para dilucidar la legitimidad ética de la política comunitaria de alejamiento en general, y de la readmisión en particular. 

En las páginas que siguen analizaremos muchas de estas cuestiones dentro del contexto específico de la política comunitaria en materia de readmisión. Para ello, en primer lugar se delimitará el objeto de análisis (la readmisión) diferenciándolo de otros conceptos que habitualmente son utilizados como sinónimos pero que tienen distinta naturaleza legal (repatriación, devolución, expulsión, etc.). Nuestra investigación se centrará en la política de la Unión, sin abordar la política de los distintos Estados miembros, aunque sí se hará referencia, en lo que proceda, a la política normativa española al hilo del discurso. En segundo lugar, abordaremos de forma resumida la génesis de la política comunitaria, con especial referencia al contexto socio-político en que surge; una política que se ha ido desarrollando paulatinamente pero que todavía está lejos de ofrecer un marco común consistentemente estructurado
. En tercer término, realizaremos una aproximación analítica al desarrollo de la política de readmisión realizada hasta el momento, lo que implicará abordar, desde el punto de vista crítico, el alcance de los acuerdos convencionales como instrumento normativo fundamental de acción, con mención a la penúltima expresión de la política de “criminalización” del extranjero “sin papeles”: la Directiva comúnmente denominada de “retorno”. Finalizaremos este trabajo con una serie de valoraciones personales en clave de conclusiones sobre las perspectivas de futuro de la política comunitaria de readmisión. 
II. DELIMITACIÓN DE CONCEPTOS


Antes de adentrarnos en el análisis de una institución que devuelve al inmigrante al punto de origen desterrando el intento de mejorar su expectativa de una vida más digna, creemos adecuado delimitar sucintamente una serie de conceptos que, de forma habitual, tienden a utilizarse de forma análoga sin una mayor precisión. Desde nuestro punto de vista, esta aclaración permitirá que la orientación analítico-crítica sea más precisa
. 



En el vasto campo de la política normativa de extranjería repetidamente se tiende a confundir nociones como retorno, denegación en frontera, repatriación, y otros conceptos afines
. Por ejemplo, el rechazo o denegación en frontera es, en ordenamientos como el español, el presupuesto de hecho de la denegación de entrada, un control material que es realizado en los puestos habilitados para ello por los funcionarios responsables del mismo (arts. 26.2 LO 4/2000 y 13.1 Regl.)
.  

El retorno, por el contrario, implica un paso adicional. Concentra la actividad administrativa de la preparación o puesta en práctica de las medidas para el regreso al país de origen o de tránsito, con independencia de que sea voluntario o forzoso, o a otro tercer país al que el nacional de un tercer país decida volver voluntariamente y en el cual será admitido (art. 3, párrafo tercero Directiva)
. Ahora bien, el proceso de retorno no puede activarse sin una garantía jurídica previa. Esa caución es la decisión de retorno, el acto de naturaleza administrativa o judicial por el que se declara irregular la situación de un nacional de un tercer país y se impone o declara una obligación de retorno (art.3, párrafo cuarto)
. La noción comunitaria de retorno tiene un alcance más amplio que la contenida en legislaciones como la española, aplicándose como cuerpo procedimental a toda situación de irregularidad sin distinguir entre inmediatez o no de la misma en el territorio de un Estado miembro. El Derecho interno español lo circunscribe, en puridad, al hecho de intentar entrar en territorio nacional por sitio habilitado al efecto, sin cumplimiento de los requisitos establecidos
. 


Por otra parte, el ordenamiento comunitario no establece una definición de la noción jurídica de devolución
. Como hemos advertido con anterioridad, la noción de retorno adquiere un alcance material tan amplio que engloba a términos como éste en unidad de acto. El Derecho español, por ejemplo, es mucho más preciso y sólo aplica esta institución a quienes “intentan” acceder al territorio nacional fuera de los puestos legalmente habilitados para ello, y que de hecho lo consiguen, aun siendo interceptados a su llegada al territorio nacional
. Según dispone el art. 58.3 LOEXIS, incurrirán en causa de devolución: a) los que habiendo sido objeto de expulsión contravengan la prohibición de entrada en España
; y b) los que pretendan entrar ilegalmente en el país.  


Otra noción de cierre, directamente relacionada con las anteriores, especialmente con la decisión de retorno -y vinculada a las exigencias de orden público y seguridad- es la prohibición de entrada, que sí aparece definida en la legislación comunitaria (art. 3.6 Directiva)
. Es un mecanismo de naturaleza sancionadora
. De hecho, responde a la aspiración de dar una dimensión europea a los efectos de las medidas nacionales de retorno (considerando 14), un instrumento más de autoprotección en la lucha contra la inmigración irregular. Por ello, deberá acompañar a las  decisiones de retorno si no se ha concedido ningún plazo para la salida voluntaria, o si la obligación de retorno se ha incumplido, aunque podrá acompañarlas en cualquier otro caso (art. 11.1)
. Teniendo en cuenta que el riesgo de fuga permite el no-señalamiento de plazo voluntario de salida se está conminando al inmigrante a un destierro prolongado (que puede ser superior a cinco años si el inmigrante es calificado como amenaza grave para el orden público, la seguridad pública o la seguridad nacional, art. 11.2)
. 



Una medida limitativa del derecho a la libre movilidad, como es la prohibición de entrada, constituye una prueba más de un extrañamiento forzado de quien es culpable de su irregularidad. La “hipoteca” que pesa sobre el extranjero en situación irregular es la creciente simbiosis entre política criminal y política de extranjería. La indeterminación del plazo máximo de prohibición que facilita el legislador comunitario en caso de amenaza grave del orden público en general es, desde nuestro punto de vista, una prueba de que se ha perdido una ocasión de no hacer de la política criminal el principal referente en materia de extranjería
. Hubiera sido más coherente de lege ferenda que el legislador hubiese apostado por establecer una norma de máximos para limitar los efectos temporales de las decisiones nacionales.   



Llegamos en este punto a la institución clave en el presente análisis. La readmisión, desde el punto de vista material, es una noción que se incardina en un estadio que simboliza la culminación de la política migratoria de alejamiento de las personas en situación irregular. Es una decisión relativa a la aceptación del reingreso de un individuo en su país de origen o, en su caso, de tránsito
. Su carácter compulsivo y su naturaleza jurídica nada pacífica hacen que pueda colisionar fácilmente con los derechos fundamentales de la persona
. Subjetivamente, se aplica a los inmigrantes en situación irregular en el territorio del Estado que requiere la readmisión, sin importar que la irregularidad se haya adquirido desde un primer momento o con posterioridad, ya sea por una entrada, permanencia o residencia no conforme a la norma legal
. Aunque su principal objetivo es “aliviar” la presencia de irregulares en el territorio de los Estados receptores, quedan muchas dudas sobre su eficacia como elemento disuasorio
. Materialmente, en este acto están presentes tanto el hecho previo del traslado o repatriación de la persona que ha sido objeto de una decisión de retorno a su país de origen o, en su caso, de tránsito, como el reingreso consentido en el citado país
. En este sentido, la noción de repatriación, siendo un elemento constitutivo de la readmisión, no la completa toda vez que requiere de la aceptación del Estado requerido
. 



Expuesta de manera somera la delimitación de conceptos que están presentes en el acervo de la política de alejamiento de la Unión, a continuación vamos a realizar, en primer lugar, una visión de conjunto de la génesis de la política comunitaria de readmisión de los inmigrantes irregulares, para ulteriormente analizar su perspectiva actual, perspectiva que no puede calificarse sino de incipiente porque está aún muy lejos de formar un conjunto sistemático.    

III. LA GÉNESIS DE LA INCIPIENTE POLÍTICA COMUNITARIA DE READMISIÓN. UN EJEMPLO DE PRAGMATISMO 


El espacio comunitario se ha convertido en una fortaleza donde el inmigrante en situación irregular es el principal damnificado
. La lucha contra la inmigración irregular tiene como perjudicado último, por mucho que se penalice el tráfico de seres humanos y se responsabilice a terceros, al inmigrante que no tiene papeles”
. La calificación jurídica de irregularidad activa todos los mecanismos coercitivos con el supuesto fin de lograr una mayor eficiencia en la gestión de los flujos de personas
. El ser humano que no tiene “papeles”, o ha dejado de tenerlos, pierde su dignidad, terminando por ser tratado como un objeto de transacción. La readmisión es fiel ejemplo de esta política pragmática.  



Partiendo de estas consideraciones, y desde la perspectiva político-jurídica, la apuesta por combatir todo tipo de inmigración irregular en territorio de la Unión se ha estructurado en múltiples campos de actuación, para lo que no se ha dudado en completar la fase final de esa acérrima batalla por hacer de Europa un espacio selectivo de personas con la readmisión. No podemos llevarnos a engaños. La cooperación al desarrollo, los derechos humanos, la situación económica, social y política del Estado que readmite, las políticas de admisión, etc., son instrumentos que sirven, en último término, al fin práctico de la lucha contra la inmigración irregular. En este contexto, la política de readmisión se ha convertido en la salida jurídica que completa la política de alejamiento. ¿De qué sirve elaborar todo un conjunto de normas que prevén el retorno de los nacionales de terceros países en situación irregular si no existen instrumentos que garanticen la admisión de la persona objeto de expulsión o devolución en origen o en un tercer país? 
 La idea de exclusión que manejan los Estados miembros es indubitada, pasando por la restricción del derecho a la libre circulación, en un proceso continuo que empieza y termina en origen y de la que es una síntesis clarificadora, además del visado, la institución objeto de este trabajo. Veamos el iter seguido en el proceso de implantación de esta política. 



La política comunitaria de readmisión tiene sus antecedentes más inmediatos a finales de la década pasada, en un momento en el que comenzaba la fuerte presión de inmigrantes en las fronteras exteriores del sur de la Unión
. El art. 62 del Tratado de Ámsterdam, base jurídica de las normas relativas a los controles fronterizos y la política de visados, fue completado con el art. 63.3 en cuanto a las medidas relativas a la inmigración y residencia ilegales, incluida la repatriación de residentes ilegales
. El nuevo espacio de libertad, seguridad y justicia instaurado en este Tratado tenía un fundamento preferentemente securitario
. El inmigrante sospechoso de irregularidad se erigió en el “nuevo delincuente” sobre el que construir todo un sistema de inmigración como el de la UE pensado para la selección del cómo, cuándo y quiénes admitir y por cuánto tiempo
. 



En el punto de inflexión que supuso el Consejo Europeo de Tampere, de diciembre de 1999, los Estados miembros se comprometieron a definir una política común en materia de inmigración y asilo mediante la adopción de un marco jurídico común y un método de coordinación
. El planteamiento efectuado en las Conclusiones del Consejo daba preferencia al retorno voluntario y, en su defecto, a la readmisión obligatoria por el Estado de origen del expulsado o devuelto, abogándose por la instrumentación jurídica de acuerdos específicos en la materia o por cláusulas establecidas expresamente a estos efectos en los acuerdos generales que se suscriban con terceros países
. Se formulaba, por primera vez, en el marco de la política comunitaria inmigratoria en su conjunto el reconocimiento de partida de la readmisión como instrumento coercitivo aplicable a todo extranjero inmigrante que no ha sido admitido o que, habiendo sido admitido, ha dejado de cumplir los requisitos de permanencia legal en el territorio de cualquier Estado miembro
. 



Hay que advertir que la práctica convencional comunitaria inmediatamente anterior a la entrada en vigor del Tratado de Ámsterdam ya incluía numerosas cláusulas de readmisión, a menudo dentro de los compromisos de diálogo social
. Aunque las cláusulas estándar no constituían stricto sensu acuerdos de readmisión, comprometían a las Partes Contratantes a volver a admitir a las personas en situación irregular, configurando la readmisión como un elemento más de colaboración, si bien las disposiciones operativas se dejaban a los acuerdos de aplicación que fueran adoptados de forma bilateral por la Comunidad o por los Estados miembros individualmente
. 



Posteriormente, en el Consejo Europeo de Laeken de diciembre de 2001 se invitó al Consejo a presentar un plan de acción global de lucha contra la inmigración clandestina (punto 40 de las conclusiones), basado en la Comunicación de la Comisión de noviembre de 2001
. Las Conclusiones de este Consejo reiteraban la necesidad de articular una “verdadera política común de asilo e inmigración” (puntos 38-41) y un control más eficaz de las fronteras exteriores (punto 42)
. 


Fiel a ese mandato, el Consejo adoptó el 28 de febrero de 2002 un plan global de lucha contra la inmigración ilegal y la trata de seres humanos en la Unión Europea. Este Plan incluía una sección consagrada a la política de readmisión y retorno que consideraba parte integrante y fundamental de la lucha contra la inmigración clandestina (punto 69). Con fundamento en el mismo, se aprobó por la Comisión el 10 de abril de 2002 el denominado “Libro Verde” relativo a una política comunitaria de retorno de inmigrantes irregulares. Este documento, de carácter reflexivo, se encargaba de recordar que la política de retorno está estrechamente vinculada a la elaboración de una política común en materia de asilo e inmigración
. El Libro centraba su análisis en el retorno de los "residentes ilegales" que debían dejar el territorio en cualquiera de sus dos formas: el retorno voluntario y el retorno forzoso
. La Comisión se encargó de recordar que, por razones de carácter humanitario, el retorno voluntario era preferible al retorno forzoso. El problema era cómo incentivar a una persona para que abandonase de forma no coactiva el territorio de un país al que llega con la esperanza de lograr una expectativa de vida más digna
. En aplicación del principio de la prioridad del retorno voluntario, la Comisión abogaba por la consideración de la posibilidad de introducir una diferenciación que privilegiase a las personas que regresaran voluntariamente respecto a aquellas a las que se ha debido expulsar (punto 3.1.6)
. 



Las expectativas en el abandono de motu propio del territorio de la Unión de quien busca mejorar su calidad de vida es un ejercicio de confianza utópico. Por ello, el retorno forzoso empezó a ser considerado como la opción más realista. Este mecanismo de cierre podría permitir una mejor ordenación de los flujos, no sólo por su efecto ejecutivo sino preventivo. Se consideraba que la definición de una política de retorno forzoso ejecutada con éxito, como parte de una política inmigratoria basada en el orden público, tendría un efecto disuasorio sobre los potenciales inmigrantes clandestinos
. Esta orientación debía también tener en cuenta las obligaciones de los Estados miembros en virtud de los acuerdos o convenios internacionales en materia de derecho de asilo y especialmente en materia de derechos humanos y de las libertades fundamentales
. 



Siguiendo las directrices de Tampere, el documento recordaba que la viabilidad del retorno dependía de la cooperación con los países de origen en todas las etapas y a todos los niveles
. La Comisión trajo a colación la práctica inexistencia de unas normas comunes de readmisión, e incluso de tránsito, entre los Estados miembros, destacando la importancia de considerar el problema migratorio en el marco de las relaciones exteriores de la Unión. De forma adicional, invitaba a las partes interesadas a reflexionar sobre la posibilidad de celebrar acuerdos con países terceros dispuestos a proporcionar una ayuda para el tránsito de las personas hacia su país de origen cuando no fuera posible el retorno directo al país de origen. 



En el Consejo Europeo de Sevilla, de junio de 2002, se reafirmó el endurecimiento de la política de inmigración
. De este modo, se incluyó expresamente la necesidad de que la suscripción de todo acuerdo de cooperación, de asociación o equivalente que la Unión o la Comunidad celebre con cualquier país incluyese cláusulas sobre control de flujos y readmisión obligatoria (párrafo 33)
. La readmisión se convertía pues, definitivamente, en el mecanismo compensatorio por excelencia en el marco de las relaciones de cooperación o asociación con terceros países; una garantía de la que deberían responder los terceros Estados que pretendiesen establecer lazos de cooperación con la UE
.  Por todo ello, el concepto de readmisión por el que se abogó en el citado Consejo supuso un punto de inflexión, escasamente discutido posteriormente
. 



Posteriormente, se produce la aprobación por el Consejo Europeo de Bruselas, de noviembre de 2004, del “Programa de la Haya”
. En su orientación dedicada a la dimensión exterior del asilo y la migración, dedicaba unas breves notas a la política de repatriación y readmisión
. En líneas generales, no aportaba novedad significativa alguna a las recomendaciones que hizo la Comisión en el ya citado “Libro Verde”. Abogaba por unas normas comunes y mínimas en materia de expulsión y repatriación, unas reglas que fueran compatibles con las relaciones exteriores de la Comunidad con terceros países y, por supuesto, potenciando los acuerdos de readmisión como instrumento de la salvaguardia del orden público y la seguridad desde la cooperación
. 

IV. PERSPECTIVAS ACTUALES. LA INSTITUCIONALIZACIÓN DE LA “CRIMINALIZACIÓN” DEL INMIGRANTE IRREGULAR 

Las perspectivas actuales de la política comunitaria de readmisión son una consecuencia del proceso evolutivo que hemos analizado en el epígrafe anterior. En este iter tenemos que partir de las consecuencias directas de la adopción del “Programa de la Haya”. Y éstas se traducen principalmente, primero, en la elaboración de la propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo, de 1 de septiembre de 2005, relativa a procedimientos y normas comunes en los Estados miembros para el retorno de los nacionales de terceros países que se encuentren ilegalmente en su territorio, que sigue, en grandes rasgos, las líneas programáticas indicadas en este estudio, aunque curiosamente no menciona ni una vez la palabra “readmisión”
. En segundo lugar, hay que subrayar la presentación de un informe de la Comisión en 2006
. En el documento se abogaba por la finalización de las negociaciones en curso para la celebración de acuerdos de readmisión y por la adopción de nuevos mandatos de negociación, comenzando por los países de los Balcanes Occidentales
. En tercer lugar, el programa temático de cooperación con terceros países en materia de migración y asilo de la Comisión incide en la readmisión de los inmigrantes irregulares como parte fundamental de la lucha contra la que denomina “migración ilegal”
. Por último se estima que Frontex
 habrá de definir las mejores prácticas en materia de obtención de documentos de viaje y retorno de nacionales de terceros países, así como la conveniencia de que se establezcan normas comunes para la formación de los agentes responsables del retorno
. 
 

En 2008 hemos asistido a la aprobación y publicación de la Directiva del Consejo relativa a procedimientos y normas comunes en los Estados miembros para el retorno de los nacionales de terceros países que se encuentren ilegalmente en su territorio, que marca el punto y seguido de este largo proceso porque la readmisión siempre será necesaria para la efectividad del retorno
. Mucho se está discutiendo acerca de la inflexión en materia de derechos fundamentales que implica esta norma
. En esta sede no podemos plantear un comentario crítico exhaustivo de la Directiva. 


Además, el objeto de nuestro análisis impide centrarnos en materias tan significativas como las condiciones de internamiento, etc.
 Solamente apuntaremos que muchas de sus disposiciones crean un halo de incertidumbre jurídica que puede colisionar con las normas de Derecho internacional en materia de derechos humanos
. También hay que reconocer que gran parte de sus reglas estaban formuladas de manera casi análoga en la propuesta de 2005 y fueron objeto de escasa discusión científica
. En su haber, quizá debe subrayarse que es el primer posicionamiento común en materia de inmigración en el espacio de la UE y puede servir para que se impulse una política inmigratoria común más allá de las medidas represivas
. 



La Directiva contiene una exhaustiva regulación de mínimos sobre el retorno (garantías jurídicas, procedimiento, etc.), que incide en la fase previa a la readmisión pero que tendrá que ser complementada con los respectivos acuerdos multilaterales o bilaterales en la materia
. Es una pieza preparatoria y preventiva de la ejecución material de la orden de salida pero será ineficaz si no se acompaña de una política de cooperación para la readmisión de los países de origen o, en su caso, de tránsito que garantice la práctica de la misma. Una cosa está clara: la condición de “irregular” activa la reacción de una política criminal que trata a su sujeto activo como “culpable” de su situación administrativa, siendo objeto de todo tipo de “cauciones”
. Para ello, no se duda en introducir límites temporales máximos de privación de libertad que no son proporcionales, en nuestra opinión, con el ilícito cometido, aunque irónicamente se establezca que el internamiento durará lo menos posible
. Estos límites actúan como una medida coercitiva que recae sobre la persona que no delate su origen o procedencia (art. 15.1)
.  


Por otra parte, el efecto práctico que han producido las sucesivas recomendaciones de la Comisión, sin perjuicio de la fase preparatoria de la hipotética readmisión que puede suponer la Directiva de retorno, se ha traducido, por un lado, en la inclusión de cláusulas estándar en los distintos acuerdos de colaboración y cooperación o de asociación suscritos con terceros países
. Sin embargo, la insuficiencia de estas cláusulas- dada la naturaleza mixta de los acuerdos de cooperación y asociación- ha requerido, por otro lado, la aprobación progresiva de acuerdos específicos de readmisión de residentes ilegales, instrumentos normativos idénticos en su contenido y cuya eficacia está por evaluar dado que una parte significativa de los mismos lleva poco tiempo en vigor
. En líneas generales, los acuerdos ad hoc inciden en la extensión del alcance subjetivo de los posibles candidatos a la readmisión incluyendo, además de a los propios nacionales de cada Parte, a los apátridas y a los nacionales de terceros países que hayan entrado en territorio de la UE o en el territorio de la otra Parte desde el espacio jurisdiccional de la Parte contratante contraria
. 



Los acuerdos de readmisión suscritos por la Unión representan un paso importante en la postrera expresión de la política común de alejamiento, aunque todavía queda mucho camino por recorrer para hablar stricto sensu de una política suficientemente sistematizada
. Las razones de oportunidad están muy presentes en esta materia. ¿Por qué no se incide en el refuerzo bilateral de la Unión con los países del Magreb y del África Subsahariana y sí se ha reforzado la cooperación con los países del Este y asiáticos?
 El carácter necesariamente negociado de tan peculiar figura jurídica, un auténtico pacto de contrahendo, viene a sancionar la complejidad de la ejecución de las órdenes de salida forzosa, por mucho que se invoque el principio general de Derecho internacional de obligación de reingreso del nacional del propio país. Si a esto se une el carácter dependiente de la arquitectura jurídica en la materia –los acuerdos de readmisión celebrados por la Unión poco pueden si no se complementan con los acuerdos bilaterales entre los Estados y terceros países- tenemos motivos para dudar de la eficacia de esta incipiente política
. La reciente aprobación del pacto Europeo de inmigración y asilo por el Consejo Europeo de Bruselas de octubre de 2008 no introduce novedad significativa al respecto
. 



Las contrapartidas e incentivos determinarán el mayor o menor éxito de estos pactos, por encima de las razones de justicia
. En este “juego político y diplomático”, los Estados de origen, a cambio de hacerse cargo de los reingresados, intentan asegurarse una serie de beneficios para el supuesto desarrollo de su país, aunque en el fondo podamos intuir que éstos no se destinarán a mejorar los derechos de sus nacionales
. Mientras, el Estado requirente pretenderá liquidar un problema como el de la inmigración irregular “lavando su conciencia” con ayuda pecuniaria sin preocuparse en exceso por la suerte futura de los derechos de las personas que van a ser objeto de repatriación
. En último término, el azar determinará que el extranjero inmigrante pueda seguir teniendo o no expectativas de transitar por ese espacio de continua inseguridad jurídica, precariedad social y explotación económica que es la irregularidad administrativa. Y es que, a pesar de todo, la dificultad probatoria y documental es importante y actúa como limitación de la eficacia de la readmisión
.  
V. ¿HACIA DÓNDE SE ENCAMINA LA INCIPIENTE POLÍTICA COMUNITARIA DE READMISIÓN? EL READMITIDO COMO DAMNIFICADO



El presente trabajo no puede finalizar sin exponer algunas consideraciones finales, en clave de conclusiones, sobre la valoración que nos merece la incipiente política comunitaria y las expectativas de futuro de la misma. 
El pragmatismo de la política de readmisión



La estrecha conexión entre readmisión y el resto de políticas de inmigración es una relación de utilidad. En este sentido, la política comunitaria de readmisión se sirve de la articulación de las políticas de desarrollo y cooperación con los países de origen para facilitar sus objetivos. En concreto, la readmisión se ha visto por parte de los Estados requirentes como una solución paliativa de un problema más global como es la inmigración irregular; una solución que no es posible resolver unilateralmente y sin abordar otras acciones perentorias en origen y tránsito como la formación de las fuerzas de seguridad, la formación profesional, las ayudas al empleo y la educación, etc
. Todo ello aparece estrechamente vinculado al cumplimiento de las obligaciones de los Estados de origen en materia de alejamiento. Sin embargo, desde nuestro punto de vista, se hace necesario que la Unión y los Estados miembros en su ámbito dejen de considerar el grueso de políticas migratorias como una prolongación de sus políticas represivas
. Quizá sea utópico pero el paso decisivo lo habremos dado el día en que esas “otras” políticas no se oferten como contrapartida a la obligación de readmisión, cuando las condiciones en origen sean tales que la readmisión sea algo excepcional por la escasa incidencia de la inmigración irregular
.       

La desigualdad presente en la readmisión 



La readmisión descansa en la desigualdad material existente entre la Unión Europea y sus Estados miembros, por una parte, y los terceros países, por otra. Es cierto que la reciprocidad es la razón de ser de todo acuerdo
. Sin embargo, la práctica de la readmisión es una relación descompensada porque, exceptuando quizá aquellos casos en que las dos partes son Estados miembros, las obligaciones exceden con mucho a los derechos siendo de facto unilaterales. Los Estados miembros y la Unión pueden condicionar cualquier incentivo a la implantación de férreas políticas de control y readmisión en origen. Los terceros países no tienen nada que ofrecer y nada que perder que ya no tengan. Con carácter general, los Estados de origen y, en su caso, de tránsito son conminados a erigirse, con carácter pragmático, en guardianes de sus poblaciones en una extraterritorialidad del espacio comunitario, un desplazamiento de la vigilancia inherente a la noción de frontera que se desplaza al país de origen del inmigrante
. En otras palabras, es una forma de corresponsabilizarles en la gestión ordenada de los flujos ya que ésta siempre será más beneficiosa para ambas partes que el perjuicio que se puede derivar de la materialización de los repatriados
. 



Por otra parte, hay que subrayar que la política de readmisión, a pesar de su posible efecto disuasorio, no garantiza la reproducción de las “candidaturas” de acceso al universo de la clandestinidad en destino
. El reingreso de las personas en origen por sí sólo no es una acción preventiva de la hipotética reiteración de una salida en busca de una vida mejor. En este punto, la Unión tiene que seguir desarrollando el tímido camino emprendido en materia de implicación mutua de la gestión de la inmigración como un problema común que es, por encima de que unos Estados se vean más afectados que otros por la presencia de extranjeros inmigrantes
. En este sentido, la gestión ordenada de los flujos es importante pero más aún lo es el desarrollo de los países de origen y tránsito
. Y el éxito o fracaso de esta cooperación multilateral entre Estados miembros, Unión y terceros países dependerá del replanteamiento de la posición de  superioridad/inferioridad prefijada entre sociedad de origen y de acogida del inmigrante
.     


Una política común inacabada  


La aún escasa sistemática de la política común de readmisión es un impedimento para una gestión ordenada de flujos. La Unión ha establecido bases comunes en la fase preparatoria de la readmisión pero debe desarrollar con la misma claridad y seguridad jurídica el proceso que transcurre hasta la misma entrega del inmigrante a las autoridades de destino como hemos puesto de relieve en este estudio. A esta circunstancia cabe añadir que la mayor o menor urgencia de suscripción de los acuerdos celebrados por los Estados miembros está en función de la mayor o menor afectación particular del problema de la inmigración irregular. Por último, la celebración de acuerdos de readmisión por la Unión es una expresión de mínimos porque no se extienden a muchos países que “exportan” mano de obra irregular. Todo ello nos lleva a concluir que las expectativas a medio y largo plazo no pueden ser muy optimistas, por lo que será necesario un mayor esfuerzo colectivo sobre todo para poner en común la práctica de la postrera expresión de la política de alejamiento
.         
La readmisión, una frontera para los derechos 


La cooperación no puede fundamentarse en abogar por la defensa de los derechos humanos como referente en la realización del proceso de readmisión y después no introducir mecanismos preventivos y, en su caso, correctivos que aseguren primero que la repatriación se hace con todas las garantías legales y segundo, que el Estado requerido cumple con las garantías a las que se ha comprometido
. A pesar de que la mayoría de acuerdos contienen como requisito fundamental para proceder a la entrega de un inmigrante al Estado requerido que éste asegure la protección de sus derechos, la distancia entre la práctica y la teoría sigue siendo importante. La divergencia ostensible entre la teoría y la práctica de un Derecho como el de extranjería que no atiende en su justa medida al sujeto para el que se aplica reaparece continuamente. ¿Qué medios económicos dispone un candidato a la repatriación para solicitar la suspensión cautelar del acto de ejecución de la orden de salida?, ¿qué posibilidad de prosperar tiene un recurso cuando el recurrente se encuentra a miles de kilómetros de distancia del Estado que lo ha expulsado? 



Éstas y otras cuestiones plantean serias dudas respecto a las solemnes proclamaciones que se exponen, de forma casi mimética, en los Preámbulos de los distintos acuerdos suscritos. Y es que, a pesar de todo, el objetivo principal es que los inmigrantes en situación irregular, cuando sea posible, sean retornados a sus países y con ellos sus problemas
 ¿Dónde queda la suerte de los derechos? El pleno respeto de los derechos humanos y de la dignidad personal de los readmitidos, especialmente de los menores, por el que se aboga como principio irrenunciable no puede paralizarse una vez se cruza la frontera del Estado requirente
. Y en este punto sí hay que exigir a la Unión que despliegue su diplomacia para realizar programas de seguimiento
.  



No se trata sólo de aliviar la conciencia de los Estados de la Unión facilitando el transporte de esas personas en condiciones más o menos dignas. Hace falta algo más que una suerte de Derecho humanitario. La Unión, y especialmente los Estados miembros, no pueden pretender luchar contra flujos masivos que responden a la desesperanza y a la pobreza sólo con políticas de beneficencia sino con políticas pro-activas de los derechos humanos en origen
. La readmisión y la perpetua des-estructuración en origen forman una ecuación diabólica que se genera a sí misma, desde sus aporías, para alimentar el drama humano de la huida colectiva
. Por ello, los derechos no pueden ser simples acompañantes del pragmatismo. En la readmisión están presentes elementos que trascienden la mera respuesta administrativa y que hay que ponderar si no se quiere cuestionar seriamente ese paradigma que define jurídicamente a cada ser humano y que son los derechos
.Todavía sigue siendo excepcional que un gobierno de un Estado miembro haya paralizado una decisión de repatriación por el daño que a los derechos del repatriado y a su futuro como persona pudiera producir la misma
. Además, mal ejemplo se dará a los países emisores si el respeto de los derechos en los procesos de repatriación ofrece en algunas ocasiones ciertas dudas.  

RESUMEN

Un estudio sobre las políticas de inmigración en el contexto de la Unión no resultaría completo si no se analizara el significado y alcance de la readmisión en origen o, en su caso, en tránsito, de los extranjeros inmigrantes en situación irregular y lo que representa: la culminación con éxito de la ejecución de las órdenes de salida forzosas. La readmisión es la expresión final de la política de alejamiento de la inmigración irregular, un ejemplo de que la selección es una parte de la política de orden público y de seguridad que está en la génesis de toda regulación de extranjería. Desde este planteamiento, en el presente estudio se analiza la incipiente política comunitaria de readmisión de extranjeros inmigrantes en situación irregular abordando su naturaleza normativa desde un punto de vista jurídico-político.

Palabras clave: extranjeros inmigrantes en situación irregular-alejamiento- readmisión- retorno- criminalización- derechos. 
ABSTRACT

A study about immigration policies in the context of the Union would not be complete without analysing the meaning and scope of readmission at source or, where appropriate, in transit of undocumented foreign immigrants and what it represents: the successful completion of forced out orders execution. Readmission is the final expression of the irregular immigration removal policy, an example that the selection is a part of the security and public order policy which is at the origin of all legislation on aliens. From this approach, this study analyses the incipient EU policy about the readmission of illegal alien immigrants and tackles its legislative nature from a legal and political point of view.

Key words: irregular immigrants aliens- remoteness- readmission-return-criminalisation-rights.  

� 	Hay que significar que la entrada legal mediante un visado de estancia (tres meses) comúnmente denominado “tipo turista” desemboca, en no pocas ocasiones, en situaciones de irregularidad sobrevenida al no obtenerse a posteriori la autorización de residencia temporal. Además hay que tener en cuenta que la concesión de la estancia por tres meses, regulada a nivel comunitario por el Reglamento (CE) nº 562/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de marzo de 2006, por el que se establece un Código comunitario de normas para el cruce de personas por las fronteras (Código de Fronteras Schengen) (DOUE L 105, de 13 de abril de 2006), modificado parcialmente por el Reglamento (CE)  nº  81/2009, de 14 de enero de 2009 (DOUE L 35, de 4 de febrero), permite al  extranjero desplazarse a otro Estado miembro distinto al que concedió la autorización de estancia en ese periodo de tiempo, por lo que una hipotética irregularidad puede producirse en un Estado distinto de aquel que concedió la autorización, con los efectos que de esa circunstancia se pueden derivar en materia de readmisión. 








� 	DOUE L 348, de 24 de diciembre (en adelante Directiva). A juicio de G. ESTEBAN DE LA ROSA, a partir de esta norma se trataría de dar una política sectorial en el específico ámbito del retorno dentro de un marco en el que no existe una única política comunitaria de inmigración. “La nueva Directiva de retorno en el contexto de la actual política comunitaria de inmigración”,  Revista de Estudios Jurídicos, 8, 2008, p. 1; recurso electrónico disponible en


 � HYPERLINK "http://revistaselectronicas.ujaen.es/index.php/rej/article/download/23/21" ��http://revistaselectronicas.ujaen.es/index.php/rej/article/download/23/21�.  





� 	Aquel nacional que no entra dentro del ámbito de aplicación de alguno de esos instrumentos de Derecho internacional y a los que, por ende, resulta de compleja aplicación la ejecución de la orden de salida obligatoria del territorio de la Unión. 





� 	El ordenamiento español de extranjería, por ejemplo, establece la inadmisión a trámite de las solicitudes de autorización previstas legalmente cuando conste un procedimiento administrativo sancionador contra el solicitante en el que pueda proponerse la expulsión o se haya decretado una orden de expulsión contra el mismo salvo que, en este último caso, la orden de expulsión hubiera sido revocada  (D. A. cuarta, apartado uno, letra d, Ley Orgánica 2/2009, de 11 de diciembre, de reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, en adelante LOEXIS, BOE núm. 299, de 12 de diciembre). Cuando conste un procedimiento administrativo sancionador contra el solicitante en el que pueda proponerse la expulsión o cuando se haya decretado en contra del mismo una orden de expulsión, judicial o administrativa salvo que, en este último caso, la orden de expulsión hubiera sido revocadaen adelante LOEXIS).  Respecto a la devolución, cfr. art. 157.5, segundo párrafo RD 2393/2004, de desarrollo de la citada Ley (en adelante Regl.) en relación con la mencionada D.A. cuarta, apartado uno, letra e). 


� 	Un análisis que nos ayudará a comprender el momento actual de la misma. 





� 	Para autores como A. CHUECA SANCHO, el propio término de readmisión tiene un fondo jurídico de ambigüedad: puede referirse tanto a la expulsión como al retorno voluntario. Inmigración y tratados internacionales celebrados por la UE: los Tratados de readmisión, septiembre de 2003; recurso electrónico disponible en � HYPERLINK "http://www.unizar.es/union_europea/files/Readmision.pdf" ��http://www.unizar.es/union_europea/files/Readmision.pdf� , p. 6. 





� 	Quizá se deba a que todos estos términos parten de una situación material como la “estancia irregular” de un extranjero inmigrante en el territorio de un país. La “estancia ilegal” es definida en la Directiva 2008/115/CE como “la presencia en el territorio de un Estado miembro de un nacional de un tercer país que no cumple o ha dejado de cumplir la condiciones para la entrada que figuran en el artículo 5 del Código Schengen u otras condiciones de entrada, estancia o residencia en ese Estado Miembro [...]” (art. 3, párrafo segundo). A partir de esta situación de hecho, la Directiva mencionada despliega una serie de institutos jurídicos que tienen como finalidad común restituir (que después se pueda conseguir materialmente es otra cosa) la infracción del ordenamiento. 





� 	Ha sido la propia Ley la que, con una amplia gama de medidas impeditivas, se ha visto atrapada en una compleja maraña cuya comprensión requiere el establecimiento de diferencias entre las distintas medidas, sin que tampoco quede claro si la denegación de entrada es en sí ya una medida, o es la causa de las medidas de devolución o de retorno. E. SOLA RECHE, “Específicas limitaciones de la libertad permitidas por la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social”, P. Laurenzo Copello (coord.), Inmigración y Derecho penal. Bases para un debate, Valencia, 2002, p. 357. El conflicto creado por la inexistencia de carta de invitación de una ciudadana brasileña el mes de marzo de 2008 da buena prueba de ello. La resolución amistosa del asunto en el comunicado conjunto de la reunión consular de alto nivel entre España y Brasil, de 1 de abril de 2008, está disponible en


 � HYPERLINK "http://www.maec.es/es/MenuPpal/Actualidad/NoticiasMAEC/Paginas/20080401_not1.aspx" ��http://www.maec.es/es/MenuPpal/Actualidad/NoticiasMAEC/Paginas/20080401_not1.aspx�. 


 


� 	Esta definición es idéntica a la establecida en el Anexo I del Libro Verde de la Comisión Europea relativo a una política comunitaria de retorno de los residentes ilegales, COM (2002) 175 final, disponible en


 � HYPERLINK "http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/site/es/com/2002/com2002_0175es01.pdf" ��http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/site/es/com/2002/com2002_0175es01.pdf�, con la excepción de su último inciso.  


 


� 	Nótese que, según la Directiva, la expulsión aparecería como acto ejecutivo de la decisión de retorno (art.3.5).  





� 	En puridad técnica, en el Derecho español no podemos hablar de situación de irregularidad de quien no ha llegado a acceder al territorio nacional, siendo el retorno la consecuencia administrativa, previa resolución al efecto, de la denegación de entrada conforme dispone el art. 156.1 del Regl. y con base en el margen de apreciación que ostentan las autoridades fronterizas para admitir la estancia. Por ello, el retorno no es estrictamente una medida represiva, sino de restablecimiento inmediato del orden jurídico perturbado. A. MELÓN MUÑOZ, “La expulsión del territorio nacional en el ámbito de la extranjería”, en J. F. Méndez Canseco (dir.), Extranjería, Madrid, Consejo General del Poder Judicial, 2007, p. 97. Sobre la naturaleza no sancionadora del retorno en el Derecho español puede consultarse a F. ALONSO PÉREZ, “� HYPERLINK "http://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=721645" �Las medidas de ‘devolución’ y ‘retorno’ de extranjería�: innovaciones introducidas por la STS de 20 de marzo de 2003”, Diario La Ley: revista jurídica española de doctrina, jurisprudencia y bibliografía, 5, 2003, p. 1635; J. L. MONEREO PÉREZ y J. A. FERNÁNDEZ AVILÉS, “Art. 156. Retorno”, en M. I. Ramos Quintana (dir.), G. P. Rojas Ribero (coord.), Comentarios al Reglamento de extranjería, Valladolid, Lex Nova, 2007, p. 895; M. J. RODRÍGUEZ MESA,  “Instrumentos jurídicos para la gestión y el control de los flujos migratorios Marruecos-España”,  Entelequia: revista interdisciplinar, 4 (ejemplar dedicado a: inmigración), 2007, p. 222. 





� 	La única mención que se hace a la misma en la Directiva se refiere al principio de non refoulement (considerando 8, art. 4.4. b, art. 5, art.9.1.a); es decir, una norma de Derecho internacional general por la que todos los Estados de la comunidad internacional están obligados a no expulsar, extraditar o rechazar en la frontera a ninguna persona cuya vida o libertad puedan correr peligro como consecuencia del acto de devolución. 





� 	J. F. MESTRE DELGADO, señala como características de la medida de devolución la inmediatez tanto del supuesto de hecho como de la consecuencia aplicable, así como la celeridad en la adopción de la decisión. “Art. 58. Efectos de la expulsión y devolución”, C. Esplugues Mota (coord.), Comentarios a la Ley de extranjería, Valencia, Tirant, 2006,  p. 1273. Comparte con la figura del retorno que ambas están concebidas como medidas de reposición de la realidad jurídica afectada siendo adoptadas por la Administración fuera de un procedimiento sancionador. M. P. RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, “Expulsión versus devolución en la vigente Ley sobre Derechos y Libertades de los extranjeros en España y su integración social”, Justicia Administrativa, 21, 2003, p. 41. En relación con las garantías  jurisdiccionales en la devolución, es especialmente interesante la opinión de J. L. RODRÍGUEZ CANDELA y F. M. DORADO NOGUERAS, quienes abogaban por la aplicación del procedimiento de expulsión al ofrecer más garantías jurídicas para los derechos de los extranjeros afectados como respuesta a la pretensión de entrada ilegal en el país (que la diferencian de las conductas de consumación de la entrada). “Las infracciones en materia de extranjería y su régimen sancionador”, en M.  Moya Escudero (coord.), Comentario sistemático a la Ley de extranjería, Granada, Comares, 2001, pp. 866-867.





� 	Para lo que será necesario que exista con carácter previo una orden judicial o gubernativa firmes de expulsión, resolución adoptada por autoridades españolas o por la de algunos de los Estados con los que España tenga suscritos Convenios al respecto (art. 157.1.a Regl.). 





� 	En concreto su tenor literal indica que es “una decisión o acto de naturaleza administrativa o judicial por el que se prohíba la entrada y la estancia en el territorio de los Estados miembros por un período de tiempo determinado, unida a una decisión de retorno”. 





� 	Que puede imponerse en una única decisión o acto de naturaleza administrativa o judicial conjuntamente con la decisión de retorno y/o expulsión si así se contempla en la legislación nacional (art. 6.6 Directiva). Así ocurre en el Derecho español (art. 141.2, 157.5, párrafo segundo, Regl.).  





� 	En una suerte de “condescendencia” con quien es calificado como “culpable” de su irregularidad, la Directiva en cuestión contempla que los Estados miembros puedan revocar o suspender la prohibición de entrada si el nacional de tercer Estado puede demostrar que ha abandonado el territorio en cumplimiento de la decisión de retorno (art. 11.3 in fine).  





� 	Téngase en cuenta asimismo, entre otros, el Reglamento (CE) nº 562/2006 citado supra. Las obligaciones derivadas del Convenio Schengen, como mecanismo de protección integral y conjunta de los Estados parte, actualmente incorporado al acervo comunitario [los dos motivos principales son: a) estar incluido en la “lista de no admisibles” y b) que el extranjero suponga “un peligro para el orden público, la seguridad nacional o las relaciones internacionales de una de las Partes contratantes”, art. 5.1.d y 5.2, respectivamente], están ejemplificadas en el SIS (sistema de información de Schengen), un sistema comprendido entre las medidas compensatorias que acompañan a la libre circulación en opinión de A. MANGAS MARTÍN y D. LIÑÁN NOGUERAS, Instituciones y Derecho de la Unión Europea, Madrid, Mc Graw-Hill, 1999, p. 387 y que, desde nuestro punto de vista, es fiel reflejo del cierre exterior de fronteras de la Unión al que atiende todo el entramado policial que instituye. 





� 	En el ordenamiento español, la legislación penal establece un plazo de diez años, siempre que el plazo de prescripción de la pena no sea mayor (art. 89.2 CP in fine). Algo que será habitual para condenas por delitos castigados con penas de prisión superior a cinco años. El trato discriminatorio para el residente no legal cuando le resulta de aplicación la norma penal está presente, haciéndole si cabe más responsable de su conducta con un plazo excesivo. Por su parte, la LOEXIS contempla un plazo máximo de cinco años (art. 58.1), excepto cuando el extranjero suponga una amenaza grave para el orden público, la seguridad pública, la seguridad nacional o para la salud pública, que podrá ser de hasta diez años (art. 58.2). Sobre la aplicación del principio de proporcionalidad en la aplicación de la prohibición de entrada en territorio europeo, véase Recomendación del Defensor del Pueblo de España dirigida a la Subdelegación del Gobierno en Barcelona, Revista del Defensor del Pueblo, 7, 2005,  recurso electrónico disponible en


 � HYPERLINK "http://www.defensordelpueblo.es/revista_prensa/revista_may_05.pdf" ��http://www.defensordelpueblo.es/revista_prensa/revista_may_05.pdf�.    





� 	Así aparece establecido en el art. 1 de los Acuerdos de readmisión suscritos por la UE hasta el momento. La Directiva indica en su preámbulo la necesidad de la cooperación internacional con los países de origen a fin de facilitar el proceso de retorno (considerando 7). Por su parte, los Acuerdos de cooperación, de carácter bilateral, suscritos por España de forma individualizada, no aportan una definición al respecto, aunque en su articulado se establecen los elementos materiales que caracterizan a la misma (véase, a título de ejemplo, art. 9 y anexo del Acuerdo de cooperación en materia de inmigración entre el Reino de España y la República de Guinea, hecho el 9 de octubre de 2006, y cuya Aplicación provisional se publicó en BOE núm. 26, de 30 de enero de 2007). Finalmente, el “Libro Verde” relativo a una política comunitaria de retorno de inmigrantes irregulares aprobado por la Comisión, COM (2002) 175 final, califica en su Anexo I a la readmisión como la “decisión de un Estado de acogida sobre el reingreso de un individuo”; recurso electrónico disponible en 


� HYPERLINK "http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/site/es/com/2002/com2002_0175es01.pdf" ��http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/site/es/com/2002/com2002_0175es01.pdf�.  


� 	Son tristemente célebres algunos episodios de nuestra nada lejana historia en la que los medios de comunicación se hacían eco de devoluciones nada garantizadoras para los derechos de los repatriados, y que más grave resultan cuando afectan a menores no acompañados. Una crítica sobre la escasa ponderación del interés del menor en las repatriaciones, en el informe de Human Rights Watch de octubre de 2008, titulado sintomáticamente “Retornos a cualquier precio”, recurso electrónico disponible en  


� HYPERLINK "http://www.hrw.org/sites/default/files/reports/spain1008spweb.pdf" ��http://www.hrw.org/sites/default/files/reports/spain1008spweb.pdf�. 





� 	Evidentemente los ciudadanos comunitarios y los miembros de su familia (sean éstos nacionales comunitarios o no) quedan fuera de este ámbito subjetivo de aplicación al poseeer el derecho a la libre circulación y residencia dentro del territorio de la Unión (sea con carácter orginario o derivado). Por su parte, también hay que tener en cuenta, cuando proceda, la presencia de la normativa comunitaria en materia de asilo. 


  


� 	Un principio común importante, como recordaba el punto 71 de la propuesta de plan global para la lucha contra la inmigración ilegal y la trata de seres humanos en la Unión Europea (2002/ C 142/02), publicada en el Diario Oficial C 142 de 14 de junio de 2002, es la consolidación de la obligación conforme al Derecho internacional de readmitir a los ciudadanos propios. 





� 	Conviene subrayar que una cosa es el proceso previo a la repatriación y a la readmisión (denomínese retorno, retención, etc. con las puntualizaciones establecidas en la legislación comunitaria y en la de los Estados miembros),  actos unilaterales del Estado que decretan o, en su caso, ordenan ejecutar la salida forzosa de una persona del territorio, y otra bien distinta la materialización de la orden de salida forzosa (denomínese expulsión, etc.) que comprende el viaje de regreso del expulsado y la aceptación de la readmisión por el país de origen o, en su caso, de tránsito. En este sentido, el Acuerdo de readmisión es la expresión práctica de una decisión bilateral, que establece, como recordaba el glosario de definiciones en su Anexo el Libro Verde, los procedimientos prácticos y los medios de transporte para el retorno y la readmisión por las partes contratantes de las personas que residen ilegalmente en el territorio de una de las partes contratantes. 





� 	La reminiscencia colonialista del término “repatriación”  ha sido puesta de manifiesto en análisis sociológicos. Véase C. B. BRETELL, “Repatriates or immigrants? A commentary”, en A. Smith (edit.), Europe´s invisible migrants, Amsterdam, 2003, pp. 95-101. La Directiva sustituye el término “repatriación” por el de “expulsión”, al indicar que es “la ejecución de la obligación de retornar, es decir, el transporte físico fuera del país” (art. 3.5).  





� 	Hace unos años R. ZAPATA BARRERO, afirmaba que “el paso del tiempo ha confirmado la utopía del planteamiento de dotarse de una política común, dada la primacía de la cooperación en el ámbito UE y porque el tema está orientado por principios de seguridad y de control, sin ningún interés por introducir criterios de igualdad y de pluralismo cultural”. “El tratamiento de la Unión Europea de los inmigrantes extra-comunitarios”, en N. Fernández Sola y M. Calvo García (coord.), Inmigración y Derechos, Segundas Jornadas Derechos humanos y libertades fundamentales, Zaragoza, 2001, pp. 113 y 120. Desde nuestro punto de vista, estas palabras siguen siendo plenamente válidas y actuales, aunque puntualizaríamos que más que una utopía estamos ante la cruda realidad, nos guste o no. 





� 	España ha promulgado la Ley Orgánica 13/2007, de 19 de noviembre, para la persecución extraterritorial del tráfico ilegal o la inmigración clandestina de personas (BOE núm. 278, de 20 de noviembre, corrección de errores BOE núm. 310, de 27 de diciembre). El comunicado del Centro de defensa y estudio de los derechos humanos sobre el proyecto de esta Ley, de 8 de noviembre de 2007, ya indicaba que “la identificación entre inmigración ‘sin papeles’ y el ‘tráfico ilegal de seres humanos’ busca la asimilación del inmigrante irregular al delincuente. Se presenta, de modo descarnado la autoritaria concepción del Derecho penal del enemigo, aplicada a la inmigración irregular [...]; recurso electrónico disponible en � HYPERLINK "http://www.migrantesenlinea.org/enlinea.php?c=1675" ��http://www.migrantesenlinea.org/enlinea.php?c=1675�.   





� 	Cfr. C. BOSWELL, European migration policies in flux: changing patterns of inclusion and exclusion, Oxford, 2003, pp. 119-121.


 


� 	Es cierto que la readmisión de nacionales propios de un Estado es un deber del Estado de origen según las normas de Derecho internacional, una obligación incondicionada, como recuerda R. BAUBÖCK, “Lealtades rivales e inclusión democrática en contextos migratorios”,  Revista Internacional de Filosofía Política, 27, 2006, p. 48. En cambio, no hay una regla general que diga que un Estado tenga que readmitir a un nacional de tercer país que ha transitado ilegalmente por su territorio, O. REERMANN, “Readmission Agreements”, en K. Hailbronner, D. Martin y H. Motomura (edit.), Immigration Admissions: the search for workable policies in Germany and the United States, vol. 3, Oxford, 1997, pp. 127 y 130. 





� 	Previamente, antes de la comunitarización de la materia en el Tratado de Ámsterdam, se habían dictado una serie de orientaciones iniciales para la celebración de acuerdos de readmisión (según se recomendó en el Consejo Europeo de Edimburgo de 1992). Entre otras, véase la Recomendación del Consejo de 30 de noviembre de 1994, relativa a un modelo de acuerdo bilateral normalizado de readmisión entre un Estado miembro y un tercer país (DO C 274, de 19 de septiembre de 1996).   





� 	El mandato del propio Derecho comunitario originario es claro. Además, el Tratado de Amsterdam también ha integrado el –en este punto bastante reducido– acervo de Schengen sobre cuestiones relativas al retorno en la Unión Europea, en especial el artículo 23 del Convenio de aplicación del Acuerdo de Schengen. Hay que recordar que las competencias comunitarias en materia de inmigración son concurrentes con las atribuciones estatales, en un ámbito donde el orden público y la seguridad informan el sistema. 





� 	En el contexto represivo, la lucha contra las redes de tráfico internacional de personas se convirtió en el pretexto perfecto para implantar los futuros planes de acción contra la inmigración ilegal como un todo. 





� 	Evidentemente los aspectos relativos al tránsito de personas, identificación de residentes irregulares, expedición de documentos de viaje a efectos de retorno, etc., son parte del acervo comunitario sobre inmigración irregular, un acervo que se ha construido sobre el aprendizaje de las experiencias nacionales y de las puntuales acciones comunes de la Unión. 





� 	De “acercamiento comprensivo” es calificada esa primitiva estructuración de la política común; cfr C. MORAES, “The politics of European Union migration policy”, The Political Quarterly, vol. 74, S1, 2003, p. 119. El 7 de diciembre de 1999 Finlandia presentó una iniciativa con vistas a la adopción de un Reglamento del Consejo que determinara las obligaciones recíprocas de los Estados miembros en cuanto a readmisión de nacionales de terceros países y que estableciera, a escala comunitaria, las normas sobre readmisión de nacionales de países terceros que han entrado o que residan ilegalmente en el territorio de la Comunidad (Diario Oficial C 353, de 7 de diciembre de 1999). Se trataba de determinar, cuando existan varias posibilidades, el Estado miembro responsable de la repatriación de esta persona. La citada propuesta, que mantenía la readmisión dentro de los ámbitos propios de las relaciones entre Estados, fue rechazada por el Parlamento Europeo. Véase Resolución legislativa del Parlamento, Doc. 12488/1999, de 17 de abril de 2000 (Diario Oficial C 59, de 23 de febrero de 2001).    





� 	Véanse puntos nº 26 y 27 de las Conclusiones del Consejo, recurso electrónico disponible en � HYPERLINK "http://www.europarl.europa.eu/summits/tam_es.htm" ��http://www.europarl.europa.eu/summits/tam_es.htm�.  





� 	El Consejo hizo referencia en su conclusión nº 26 in fine a la obligación internacional de los Estados de readmitir a sus propios nacionales. En este desarrollo, no menos importante fue la posterior aprobación de la Directiva 2001/40/CE del Consejo,  de 28 de mayo de 2001, relativa al reconocimiento mutuo de las decisiones en materia de expulsión de nacionales de terceros países (DO L 149, de 2 de junio).   





� 	Especial mención requieren los Acuerdos de colaboración y cooperación celebrados con los países nacidos de la disolución de la antigua URSS. A título de ejemplo, los firmados con Uzbekistán, de 21 de junio de 1996 (art. 72), BOE de 21 de agosto de 1999; con Georgia, de 22 de abril de 1996 (art. 75), BOE de 20 de agosto de 1999. Asimismo, en los Acuerdos de Asociación firmados con los antiguos países del Este, entonces candidatos al ingreso en la UE, se incluían cláusulas destinadas a la cooperación contra la inmigración ilegal, aunque en los mismos no se hacía referencia expresa alguna a la futura celebración de acuerdos de readmisión entre las partes (por ejemplo, art. 102.1 Acuerdo de 12 de junio de 1995, por el que se crea una asociación entre las Comunidades Europeas y sus Estados miembros y la República de Lituania, DO L 51, de 20 de febrero de 1998). Otros acuerdos en los que se insertaron algunas cláusulas de readmisión son los celebrados con Argelia, Armenia, Croacia, Líbano, Jordania, Egipto y el de Cotonú celebrado con los países ACP (países de África, Caribe y Pacífico), éste último objeto de un completo análisis por A. G. CHUECA SANCHO, “Inmigración y tratados internacionales celebrados por la UE: los Tratados de readmisión”, septiembre de 2003, recurso electrónico disponible en � HYPERLINK "http://www.unizar.es/union_europea/files/Readmision.pdf" ��http://www.unizar.es/union_europea/files/Readmision.pdf�. Esta práctica ha sido posteriormente reiterada. Por ejemplo, en Convenios como el Acuerdo Euromediterráneo por el que se establece una asociación entre la Comunidad Europea y sus Estados miembros, por una parte, y la República Argelina Democrática y Popular, por otra, publicado como Anexo a la Decisión del Consejo de 18 de julio de 2005, relativa a su celebración (DOUE L 265, de 10 de octubre de 2005). Su art. 72.3.c) incluido en el Título VI, cooperación social y cultural, establece un diálogo periódico en el ámbito social, uno de cuyos contenidos será la inmigración clandestina y las condiciones de retorno de las personas en situación irregular respecto a la legislación sobre la estancia y el establecimiento aplicable en el Estado de acogida.





� 	La errática suscripción de compromisos internacionales de la Unión con terceros países para implantar la “cruzada” contra toda forma de presencia de irregulares en nuestras sociedades revela la inestable política de inmigración comunitaria en sus inicios, más centrada en reforzar el flanco de la Europa del Este y de Asia. 





� 	COM (2001) 672 final, disponible en 


� HYPERLINK "http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2001:0672:FIN:ES:PDF" ��http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2001:0672:FIN:ES:PDF�. 





� 	Las Conclusiones están disponibles en


 � HYPERLINK "http://www.consilium.europa.eu/ueDocs/cms Data/docs/pressData/es/ec/68832.pdf" ��http://www.consilium.europa.eu/ueDocs/cms Data/docs/pressData/es/ec/68832.pdf� . Laeken supuso el inicio del giro de endurecimiento de la política de inmigración en la UE. 





� 	Punto 2, parte I. Una invitación a la reflexión que tenía por objetivo presentar sugerencias para una política coordinada y eficaz basada en principios y normas comunes, respetuosas de los derechos humanos y de la dignidad de la persona. 





� 	El “residente ilegal” era definido en el documento como “cualquier persona que no cumple, o ha dejado de hacerlo, las condiciones para la entrada, la estancia o la residencia en los territorios de los Estados miembros de la Unión Europea” (Véase anexo I). 





� 	La Subcomisión de extranjería del Consejo General de la Abogacía apostaba por “un retorno voluntario como un precedente favorable para un futuro regreso, en las normas sobre consecuencias legales de las solicitudes de reingreso”. Respuesta al libro Verde relativo a una política comunitaria de retorno de los residentes ilegales, de 25 de julio de 2002, recurso electrónico disponible en


 � HYPERLINK "http://www.intermigra.info/extranjeria/archivos/impresos/ResLibroVerde.pdf" ��http://www.intermigra.info/extranjeria/archivos/impresos/ResLibroVerde.pdf� , p. 9. 





� 	Esta especie de incentivo ha encontrado plasmación jurídica en el articulado de la Directiva 2008/115/CE. 





� 	Los efectos reales a medio y largo plazo están por estudiar. De momento, y en parte debido a la crisis económica, el número de llegada de pateras o cayucos ha disminuido. El número de inmigrantes en situación irregular llegados a España por medio de embarcaciones ha disminuido en 2009 más de cuarenta y cinco por ciento en relación con 2008, mientras que las llegadas clandestinas a Ceuta y Melilla lo han hecho en más de un ocho por ciento.  Si se comparan los datos con respecto a 2006 el descenso de llegada por medio de embarcaciones a la península, Baleares y Canarias es superior al sesenta por ciento.  Fuente: Balance de la lucha contra la inmigración ilegal 2009 del Ministerio de Interior, recurso electrónico disponible en  


� HYPERLINK "http://www.mir.es/DGRIS/Balances/Balance_2009/pdf/np011502_bal_lucha_inm_ilegal_2009.pdf" ��http://www.mir.es/DGRIS/Balances/Balance_2009/pdf/np011502_bal_lucha_inm_ilegal_2009.pdf�. 





� 	Véase apartado 2.4 (Libro Verde). Se proclamaba, por ejemplo, de forma rotunda que “el retorno forzoso es una limitación muy significativa de la libertad y de la voluntad del individuo” (apartado 3.1). Paradójicamente, la preocupación por los derechos como expresión programática está muy lejos de la suerte de los derechos en la práctica de la readmisión.    





� 	Como se indicaba en su apartado 2.5, “la voluntad de cooperar se reforzará si el hecho de readmitir a los nacionales que se encontraban en residencia ilegal en la Unión resulta en beneficio de los países interesados. Se aconseja que la Unión Europea examine también unas formas de ayuda adecuadas para la viabilidad de los procesos de retorno”. Esta apelación a la conexión entre la represión de la inmigración irregular y la ayuda a los países de origen no garantiza, desde nuestro punto de vista, la protección jurídica de los derechos del retornado que vuelven a ser dejados en un segundo plano en beneficio del pacto de mutuo beneficio entre las partes. El criterio de actuación fue complementado con numerosas resoluciones como la Decisión marco del Consejo, de 28 de noviembre de 2002, destinada a reforzar el marco penal para la represión de la ayuda a la entrada, a la circulación y a la estancia irregulares (2002/946/JAI), publicada en DOCE L 328, de 5 de diciembre de 2002. 





� 	Los atentados del 11-S, en cierto sentido, están detrás de este giro en la política comunitaria sobre la inmigración irregular y la inquietante identificación entre seguridad e inmigración. Sobre esta giro de política, por todos, E. RELAÑO PASTOR, “¿Sancionar al inmigrante o proteger las fronteras? Un análisis crítico de la ley de extranjería 14/2003, de 20 de noviembre y la política de inmigración común de la Unión Europea (y II)”, Diario La Ley, 6018, 14 de mayo de 2004, pp. 1678-1690; A. TRIANDAFYLLIDOU,  “Nuevos retos para Europa: migración, seguridad y derechos de ciudadanía”,  Revista CIDOB d´Afers Internacionals, 69, 2005, pp. 39-59; D. J. VICENTE BLANCO, “Una regulación integral de la inmigración para Europa”, Revista de Derecho de la Unión Europea, 5, 2003, pp. 109-110.     


  


� 	Las Conclusiones están disponibles en la dirección


 � HYPERLINK "http://www.consilium.europa.eu/ueDocs/cms_Data/docs/pressData/es/ec/72639.pdf" ��http://www.consilium.europa.eu/ueDocs/cms_Data/docs/pressData/es/ec/72639.pdf�.  





� 	Como afirma CHUECA SANCHO, las Conclusiones de Tampere y Sevilla ponen de manifiesto que la conjunción de readmisión y cooperación al desarrollo [aunque ésta tratada como complemento de la coerción] constituye la principal componente de la política de la Unión en la materia, Inmigración y tratados internacionales celebrados por la UE: los Tratados de readmisión, op. cit., p. 15. Y esta unión sigue actualmente, considerándose los acuerdos como parte integrante de la política exterior general de la UE. Véanse las Conclusiones del Consejo de junio de 2009 (apartado 38); recurso electrónico disponible en


 � HYPERLINK "http://www.consilium.europa.eu/uedocs/cms_data/docs/pressdata/en/ec/108622.pdf" ��http://www.consilium.europa.eu/uedocs/cms_data/docs/pressdata/en/ec/108622.pdf�.   





� 	La readmisión por parte de terceros países incluiría la de los propios nacionales presentes ilegalmente en un Estado miembro y, en las mismas condiciones, la de los nacionales de terceros países de cuyo tránsito por el país de que se trate haya constancia (párrafo 34).





� 	DOUE C 53/6, de 3 de marzo de 2005. 





� 	Entre los comentarios sobre el Programa, véase a P. MATTERA,  “Liberté, sécurité et justice (le programme de La Haye)”, Revue du Droit de l ´Union Européenne, 2, 2005, pp. 363-368; D. TERRÁDEZ SALOM, “La evolución de la política comunitaria en materia de inmigración a través de los Consejos Europeos”, Revista de Derecho migratorio y extranjería, 16, 2007, pp. 83-85; J. M. ARIAS RODRÍGUEZ,  “El programa de la Haya: un nuevo programa en el área de libertad, seguridad y justicia”, Diario La Ley, nº 6641, 31 de enero de 2007,  pp. 1642-1657.   


 


� 	En el citado documento se puntualizaba que las políticas de cooperación y ayuda al desarrollo son necesarias para conseguir efectos atenuantes de toda vía de salida forzosa de los “irregulares” del territorio de la Unión (véase orientación 1.6.4). Esta línea complementaria de orientación de las políticas represivas y de cooperación con los terceros Estados y entre los Estados miembros ha continuado posteriormente. Hay que destacar, entre otras normas y documentos, la Decisión 2004/573/CE del Consejo, de 29 de abril de 2004, relativa a la organización de vuelos conjuntos para la expulsión, desde el territorio de dos o más Estados miembros, de nacionales de terceros países sobre los que hayan recaído resoluciones de expulsión (DO L 261 de 6 de agosto de 2004) y una comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo y al Consejo sobre el mecanismo de control y evaluación de los terceros países en el ámbito de la lucha contra la migración ilegal, COM(2005) 352 final (no publicada en el Diario Oficial(, que respondía a la necesidad de elaborar un mecanismo de evaluación para garantizar el seguimiento de las relaciones con los terceros países en cuanto a la inmigración, puesta de manifiesto por el Consejo en junio de 2003. Se trata de un informe piloto en materia de control y evaluación de la cooperación que afecta solamente a ocho países: Albania, China, Libia, Marruecos, Rusia, Serbia y Montenegro, Túnez y Ucrania, recurso electrónico disponible en


 � HYPERLINK "http://europa.eu/scadplus/leg/es/lvb/l14505.htm" ��http://europa.eu/scadplus/leg/es/lvb/l14505.htm�.





� 	COM(2005), 391 final; recurso electrónico disponible en


 � HYPERLINK "http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2005:0391:FIN:ES:PDF" ��http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2005:0391:FIN:ES:PDF�. Algún que otro autor consideraba que la propuesta de Directiva era un importante avance en la realización del programa de la Haya y en la consecución de un equilibrio entre inmigración y asilo, dando una dimensión europea a los efectos de las medidas nacionales de retorno. P. MATTERA, “Liberté, sécurité et justice (les nouvelles mesures de la Comisión en matiére d´immmigration et d´asile)”, Revue du Droit de l´Union Européenne, 3, 2005, p. 609. Cfr. además, la propuesta de Comunicación al Consejo y al Parlamento Europeo, el planteamiento global sobre la migración un año después: hacia una política global europea en materia de migración, COM (2006) 735 final, de 30 de noviembre (apartado 3.4); recurso electrónico disponible en 


 � HYPERLINK "http://ec.europa.eu/development/icenter/repository/COMM_PDF_COM_2006_0735_F_ES_ACTE.pdf" ��http://ec.europa.eu/development/icenter/repository/COMM_PDF_COM_2006_0735_F_ES_ACTE.pdf�.


 Desde nuestro punto de vista, la propuesta de Directiva ya apuntaba el posterior retroceso de derechos en la materia.   





� 	Comunicación de la Comisión, de 19 de julio de 2006, sobre las prioridades políticas en la lucha contra la inmigración ilegal de los nacionales de terceros países, COM (2006) 402 final, recurso electrónico disponible en � HYPERLINK "http://www.guiafc.com/documentos/2006-COM-402.pdf" ��http://www.guiafc.com/documentos/2006-COM-402.pdf�. Esta Comunicación sobre la inmigración clandestina forma parte integrante del enfoque general y estructural adoptado por la UE en materia de gestión de la inmigración.


 


� 	Más recientemente, en desarrollo de esta línea programática, puede consultarse la Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones “Aplicación del ‘Planteamiento global sobre la migración’ a las regiones orientales sudorientales vecinas de la Unión Europea”, COM (2007) 247 final, recurso electrónico disponible en


 � HYPERLINK "http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2007:0247:FIN:ES:PDF" ��http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2007:0247:FIN:ES:PDF�.  





�  COM (2006) 26 final (apartado 3.2.3); recurso electrónico disponible en � HYPERLINK "http://www.guiafc.com/documentos/2006-COM-026.pdf" ��http://www.guiafc.com/documentos/2006-COM-026.pdf�. Un comentario relativamente reciente sobre la relación entre cooperación y lucha contra la inmigración ilegal en S. BERTOZZI, “Europe's migration policy. A comprehensive international strategy or a pressing domestic concern?”,  Documentos CIDOB, serie Migraciones 16, Barcelona, mayo de 2008; recurso electrónico disponible en  � HYPERLINK "http://www.cidob.org/es/content/download/7072/70584/file/doc_migraciones_16.pdf" ��http://www.cidob.org/es/content/download/7072/70584/file/doc_migraciones_16.pdf�.


  


� 	La Agencia Europea para la gestión de la cooperación operativa en las fronteras exteriores de los Estados miembros de la Unión Europea, creada por el Reglamento (CE) nº 2007/2004 del Consejo (DO L 349, de 25 de noviembre de 2004). Una entidad intermedia entre lo policial, lo semimilitar y lo humanitario. G. BELLO REGUERA, “La emigración y la periferia moral europea”, Claves de Razón Práctica, 185, 2008, p. 20. 





� 	Cfr. M. ILLAMOLA DAUSÀ, “Hacia una gestión integrada de las fronteras. El Código de Fronteras Schengen y el cruce de fronteras en la Unión Europea”, Documentos CIDOB, serie Migraciones 15, 2008, pp. 31-38. 





� 	Aunque indudablemente el éxito o fracaso de la política de readmisión dependerá de la mayor o menor eficacia de las políticas de cooperación al desarrollo de los países de origen. Se propone incluso “el establecimiento de incentivos para que los potenciales inmigrantes permanezcan en el propio país de origen”. Dictamen del Comité de las Regiones “Plan de Política en materia de inmigración legal lucha contra la inmigración ilegal futuro de la Red Europea de Migración”, de 13 de febrero de 2007, 2007/C/146/01 (DOUE C 146, de 30 de junio), (punto 1.18). ¿En qué consistirían esos incentivos?





� 	En su comparecencia ante la Comisión de Trabajo e Inmigración del Congreso para presentar “la política de inmigración del Gobierno” allá por el 22 de julio de 2008, el Sr. Ministro de Trabajo de Inmigración hacía alarde de buenas intenciones recordando que “se trata de una Directiva que establece mínimos comunes pero que respeta la legislación nacional siempre que su protección sea superior a la Directiva, por lo tanto no tiene por qué afectar a nuestra legislación, mucho más garantista”, y entendiendo que es “un paso adelante hacia una política común de inmigración y es otra herramienta en la lucha contra la inmigración ilegal y las mafias que trafican con seres humanos”; recurso electrónico disponible en http://www.tt.mtin.es/periodico/ministro/200807/ CONGRESO.pdf, pp. 7-8. Sin embargo, no podemos olvidar que organizaciones tan nada sospechosas como Amnistía Internacional la han rechazado de plano, noticia de 18 de junio de 2008 disponible en http://www.es. amnesty.org/noticias/noticias/articulo/reaccion-a-la-votacion-sobre-la-directiva-de-retorno/. Incluso el Consejo General de la Abogacía ponía de relieve la “criminalización” del inmigrante que la Directiva representa, noticia del 19 de junio de 2008, disponible en � HYPERLINK "http://www.ecodiario.es/sociedad/noticias/608203/06/08/InmigraciOn-la-abogacIa-espanola-ve-vergonzoso-que-se-apoye-una-directiva-que-criminaliza-a-los-inmigrantes.html" ��http://www.ecodiario.es/sociedad/noticias/608203/06/08/InmigraciOn-la-abogacIa-espanola-ve-vergonzoso-que-se-apoye-una-directiva-que-criminaliza-a-los-inmigrantes.html�. 





� 	Una visión general de la regulación jurídica contenida en la Directiva puede verse, por todos, en L. VILACHÁ DOMÍNGUEZ Y M. PARDO GONZÁLEZ, “La evolución normativa en materia de expulsión. La nueva directiva comunitaria en materia de retorno”, Diario La Ley, 7067, 1 de diciembre de 2008, pp. 5-9; A. ORTEGA GIMÉNEZ Y A. LÓPEZ ÁLVAREZ, “Breve aproximación crítica a la ‘Directiva de retorno’”, Diario La Ley, 7064, 26 de noviembre de 2008, pp. 1-7.  





� 	Por mucho que el presidente del Gobierno indicase en una sesión de control al Gobierno del pasado año que es “un avance importantísimo que por primera vez tengamos una directiva que marque límites, incorpore garantías y, de manera singular, vincule la política de inmigración con la Convención Europea de Derechos Humanos y con la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea [...]”. En contestación, el diputado Sr. Ridao i Martín, de ERC, subraya que “[...] la Directiva es incompatible per se con los derechos humanos y especialmente con la protección de algunas personas, en este caso los menores [...] y que no permite un retorno digno y seguro [...]”. Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados de 25 de junio de 2008, núm. 19, pp. 26, 27 y 29, disponible en http://www.congreso.es/ public_oficiales/L9/CONG/DS/PL/PL_019.PDF. Por ejemplo, las normas contenidas en la Directiva permiten una serie de criterios de aplicación del derecho de asistencia jurídica gratuita que damnifican el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva. Véase el comentario de P. AGUELO NAVARRO, “Directiva de Retorno: no a la criminalización de las personas migrantes”, en Abogados, 51, Europa: ¿Avanza o retrocede?, septiembre de 2008, recurso electrónico disponible en � HYPERLINK "http://www.intermigra.info/extranjeria/archivos/revista/Abo51DRetorno.pdf" ��www.intermigra.info/extranjeria/archivos/revista/Abo51DRetorno.pdf� ,p. 14. Como afirmara José María Ridao, antes de que se aprobara la polémica resolución de la propuesta de la Directiva, en su artículo “la Comisión hará historia”, “[...] resolver mediante la abolición de las garantías jurídicas la situación de ocho millones de trabajadores extranjeros que la UE pretende deportar no es un encomiable ejemplo de realismo, sino una insensata preferencia por los atajos”, disponible en � HYPERLINK "http://www.elpais.com" ��www.elpais.com�  de 5 de mayo de 2008. Y es que en resumidas cuentas, la Directiva, en su conjunto, “viene a constituir un ladrillo más en el muro de una política de inmigración comunitaria de frontera”, ORTEGA JIMÉNEZ Y LÓPEZ ÁLVAREZ, op. cit., p. 5.  





� 	Sin ir más lejos, las normas relativas a las previas garantías a adoptar antes de la expulsión de menores no acompañados contenidas en su art. 10.2, sin entrar a discutir su posible contradicción con la propia Convención de Derechos del Niño, se reproducían en sentido análogo en el art. 8.2.c) de la propuesta. En idéntico sentido se contempla el periodo de vigencia de la prohibición de entrada, si bien ahora se ha añadido la causa de la seguridad nacional para completar las circunstancias que permitirán la ampliación sine die de la misma (art.11.2). 





� 	La Directiva se basa en el principio de extensión de efectos, cuyo precedente más inmediato fue la Directiva 2001/40/CE. No obstante, como recuerda ESTEBAN DE LA ROSA, la falta de concreción a nivel comunitario de qué casos se conciben como devolución y cuáles como retorno, repatriación, extrañamiento o expulsión impide que se pueda articular dicha política común. “La nueva Directiva de retorno en el contexto de la actual política comunitaria de inmigración”, op. cit., p. 6. Desde nuestro punto de vista, la armonización que se ha realizado quizá ha pretendido respetar las posibles nociones que, a nivel interno, permitan poner en práctica las medidas de alejamiento pero es un primer paso hacia la política común de alejamiento, aunque es cierto que la práctica de las formas de alejamiento siempre dependerá de los Estados miembros.  





� 		Desde nuestro punto de vista, la Directiva debería haber articulado una línea concreta de actuación en materia de readmisión. 





� 	Hay conceptos como el de “riesgo de fuga” que, por mucho que se remitan a la existencia de motivos que se basen en criterios objetivos definidos en el Derecho, no eliminan el juicio subjetivo en una materia que limita el derecho a la libre circulación y que además puede retrotraer al inmigrante a su posición de partida. 





� 	Cfr. P. AGUELO NAVARRO Y A.. G. CHUECA SANCHO, La Directiva sobre retornos, la directiva de la vergüenza, mayo de 2008 [consulta realizada el 10 de junio de 2008], recurso electrónico disponible en http://www.intermigra.info/extranjeria/archivos/revista/DirectivaRetorno.pdf., p.1. Como sostiene Santós Juliá en su columna de opinión titulado “La Directiva de la infamia”, publicada en la edición impresa del diario El País de 13 de julio de 2008, “si para limitar el plazo de esta flagrante violación de derechos humanos [se refiere a la inexistencia de plazo máximo de internamiento prevista en los ordenamientos jurídicos de muchos Estados miembros] se aprueba una directiva que permite a todos los Estados encerrar durante 18 meses, entonces habremos reducido el nivel de infamia de unos Estados por el procedimiento de elevar el nivel de infamia de todos los demás [...]”. En sentido análogo se pronuncia el escritor Juan Goytisolo en un artículo de opinión “Europa: de las Luces al Apagón” publicado en el citado diario con fecha 29 de junio de 2008. En este contexto, al menos ciertas legislaciones como la española son más garantistas, aunque el Gobierno español ha aprobado un anteproyecto de reforma de la LOEXIS que incluye la ampliación en veinte días el plazo máximo de internamiento de inmigrantes, hasta ahora fijado en 40 días; recurso electrónico disponible en


 � HYPERLINK "http://www.intermigra.info/extranjeria/archivos/legislacion/ATT00176.pdf" ��http://www.intermigra.info/extranjeria/archivos/legislacion/ATT00176.pdf� (última versión mayo 2009). 





� 	La única “delicadeza” del legislador comunitario es separar a estos nacionales de los presos si es necesario que sean internados en establecimientos penitenciarios ( art. 16.1 in fine). 





� 	Por ejemplo, en el Acuerdo de Asociación con los Estados ACP se subraya en su art. 13, párrafo 5,c), ii) que, a petición de una Parte, se iniciarán negociaciones para la celebración de acuerdos bilaterales que regulen las obligaciones específicas de readmisión y retorno incluyendo, si una de las Partes lo considera necesario, disposiciones sobre la readmisión de nacionales de terceros países y apátridas. Por su parte, entre otros celebrados con países del arco mediterráneo del norte de África, el Acuerdo Euromediterráneo por el que se establece una asociación entre la Comunidad Europea y sus Estados miembros, por una parte, y la República Argelina Democrática y Popular, por otra (DOUE L 265, de 10 de octubre de 2005) y el Acuerdo Euromediterráneo por el que se establece una asociación entre la Comunidad Europea y sus Estados miembros, por una parte, y la República de Egipto, por otra (DOUE L 304, de 30 de septiembre de 2004) insisten en la necesidad de alcanzar acuerdos de readmisión entre las partes. 





� 	Aunque en la teoría sean llamados a representar un avance importante en la mejora del control migratorio, REERMANN, “Readmission Agreements”, op. cit., p. 124. Un artículo, publicado el 28 de mayo de 2007, sobre la problemática del control de los flujos, donde se hace hincapié en la escasa operatividad de esos Acuerdos, titulado “Italia, España y el modelo migratorio mediterráneo en el siglo XXI”, de CLAUDIA FINOTELLI, puede consultarse en la página web de la bitácora Almendrón, recurso electrónico disponible en http://www.almendron.com/tribuna/?p=15690. En 2009 se ha aprobado la propuesta de Decisión del Consejo, relativa a  la celebración del Acuerdo entre la Comunidad Europea y Pakistán sobre la readmisión de residentes ilegales, COM (2009) 106 final, recurso electrónico disponible en


 � HYPERLINK "http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=CELEX:52009PC0106(02):ES:HTML" ��http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=CELEX:52009PC0106(02):ES:HTML�. Los Acuerdos adoptados hasta la fecha han sido aprobados mediante las siguientes Decisiones: Decisión 2007/341/CE del Consejo, de 19 de abril de 2007, relativa a la celebración del Acuerdo entre la Comunidad Europea y la Federación Rusa sobre la readmisión de residentes ilegales (DOUE L 129 de 17 de mayo de 2007); Decisión 2007/817/CE del Consejo, relativa a la celebración del Acuerdo entre la Comunidad Europea y la antigua República Yugoslava de Macedonia sobre la readmisión de residentes ilegales (DOUE L 334, de 19 de diciembre de 2007); Decisión 2007/818/CE del Consejo, relativa a la celebración del Acuerdo entre la Comunidad Europea y la República de Montenegro sobre la readmisión de residentes ilegales (DOUE L 334, de 19 de diciembre de 2007); Decisión 2007/819/CE del Consejo, relativa a la celebración del Acuerdo entre la Comunidad Europea y la República de Serbia sobre la readmisión de residentes ilegales (DOUE L 334, de 19 de diciembre de 2007); Decisión 2007/820/CE del Consejo, relativa a la celebración del Acuerdo entre la Comunidad Europea y Bosnia y Herzegovina sobre la readmisión de residentes ilegales (DOUE L 334, de 19 de diciembre de 2007); Decisión 2007/826/CE del Consejo, relativa a la celebración del Acuerdo entre la Comunidad Europea y la República de Moldova sobre la readmisión de residentes ilegales (DOUE L 334, de 19 de diciembre de 2007); Decisión 2007/839/CE del Consejo, relativa a la celebración del Acuerdo entre la Comunidad Europea y Ucrania sobre la readmisión de residentes ilegales (DOUE L 332, de 18 de diciembre de 2007) Decisión 2005/371/CE del Consejo, de 7 de noviembre de 2005, relativa a la celebración del Acuerdo entre la Comunidad Europea y la República de Albania sobre la readmisión de residentes ilegales (DOUE L 304 de 23.11.2005) y que entró en vigor el 1 de mayo de 2006 según consta en la Información del Consejo (DOUE L 96/9, de 5 de abril de 2006); Decisión 2005/372/CE del Consejo, de 3 de marzo de 2005, relativa a la firma del Acuerdo entre la Comunidad Europea y la República de Sri Lanka sobre la readmisión de residentes ilegales (DO L 124 de 17.5.2005) y que entró en vigor el 1 de mayo de 2005 (DOUE L 138/17, de 1 de junio de 2005); Decisión del Consejo, de 21 de abril de 2004, relativa a la celebración del Acuerdo entre la Comunidad Europea y la Región Administrativa Especial de Macao de la República Popular China sobre la readmisión de residentes ilegales (DOUE L 143, de 30 de abril de 2004); Decisión 2004/80/CE del Consejo, de 17 de diciembre de 2003, relativa a la celebración del Acuerdo entre la Comunidad Europea y la Región Administrativa de Hong Kong de la República Popular China, sobre readmisión de ilegales (DOUE L 17, de 24 de enero de 2004). Estos acuerdos prevalecen en su ámbito sobre los convenios bilaterales o multilaterales que puedan suscribir los Estados miembros con los países de origen o de tránsito. Como puntuliza F. JIMÉNEZ GARCÍA, las cláusulas de “compatibilidad con los derechos humanos” contenidas en estos acuerdos presentan una escala diferenciada en virtud de la lejanía y del grado de compromiso internacional adquirido por el Estado no comunitario en la materia. “La práctica convencional de readmisión forzada en la política migratoria de la Unión Europea: del maximalismo de los Consejos Europeos al minimalismo de los acuerdos”, en Aldecoa Luzárraga, F., y Sobrino Heredia, J., M. (coord.), Migraciones y desarrollo. II jornadas iberoamericanas de estudios internacionales, Montevideo, 25, 26 y 27 de octubre de 2006, Madrid, 2007, p. 414.


  


� 	La noción de apátrida y residente de un tercer país, a efectos de lo dispuesto en estos acuerdos, no se corresponde con las nociones habituales de estos términos. El nacional del tercer país será aquella persona que posea una nacionalidad distinta de la de  alguno de los Estados miembros o de la Parte con la que se suscribe el acuerdo. Por su parte, el apátrida complementa la anterior definición incluyendo a todo aquélla persona que no sea nacional del Estado con el que se suscriba el acuerdo, ni de uno de los Estados miembros, y de la que no conste que posee la nacionalidad de ningún otro Estado miembro. Por ejemplo, en el Acuerdo con Hong Kong se prevé en su art.1 que Hong Kong readmitirá en su territorio a los residentes permanentes y a los antiguos residentes permanentes que no cumplan o hayan dejado de cumplir los requisitos de entrada, estancia o residencia vigentes en el territorio de un Estado de la UE. 





� 	Es cierto que ese defecto –en parte producto del carácter concurrente de la competencia en la materia- se palia, en cierto modo, con los distintos acuerdos bilaterales o multilaterales suscritos por los Estados miembros entre sí y por los Estados miembros con países terceros. Por ejemplo, España ha suscrito varios convenios de readmisión con otros Estados miembros (como por ejemplo, con Francia, Lituania, Rumania, Bulgaria, etc.), que resultarán de aplicación cuando se pueda acreditar que la entrada irregular en el Estado requirente se hizo desde territorio de la otra parte contratante. En relación con los acuerdos suscritos por España con terceros países se ha dado prioridad en los últimos años al África subsahariana, obligados por las circunstancias y dentro del más amplio contexto del Plan África. De éstos, los que menos tienen un carácter exclusivo (Mauritania y Guinea-Bissau). El resto son acuerdos de ordenación y gestión de flujos (de carácter laboral) que incluyen cláusulas específicas de readmisión (Níger, Mali, etc.). Además, con carácter específico, se ha celebrado un acuerdo con Senegal para la protección, repatriación y reinserción de menores no acompañados.





� 	Como indica T. FAJARDO DEL CASTILLO, los acuerdos “son piezas de un cinturón de seguridad que se despliega en torno a la frontera exterior de Europa”. “Los acuerdos de readmisión de los inmigrantes en situación irregular celebrados por España”, en Aldecoa Luzárraga, F., y Sobrino Heredia, J., M. (coord.), Migraciones y desarrollo. II jornadas iberoamericanas de estudios internacionales, Montevideo, 25, 26 y 27 de octubre de 2006, Madrid, 2007, p. 95. 





� 	No son pocos los nacionales de terceros países que se estarán planteando qué Estados miembros son más “ventajosos” a la hora de la entrada y permanencia irregular (considerando entre otros factores, además de las facilidades de regularización, la presencia o ausencia de convenios de readmisión con sus países de origen, las mayotres o menores dificultades de prueba del tránsito por el Estado requerido, etc.). En este aspecto, desde nuestro punto de vista, sería pertinente para el futuro de la política comunitaria en la materia, todavía en minoría de edad si se nos permite la expresión, el establecimiento de una postura conjunta entre los Estados miembros que atienda la suscripción de acuerdos a nivel de la Unión con los países de las áreas geográficas de procedencia de los migrantes y que no asistamos a muchas políticas nacionales más o menos intensivas en función de la afectación particular del problema de la irregularidad. Mientras, el Consejo Europeo sigue reafirmando la necesidad de una política efectiva de readmisión y retorno [la cursiva es nuestra]; por todas, las Conclusiones de junio de 2008 (apartado 11); recurso electrónico disponible en


 � HYPERLINK "http://www.consilium.europa.eu/ueDocs/cms_Data/docs/pressData/en/ec/101346.pdf" ��http://www.consilium.europa.eu/ueDocs/cms_Data/docs/pressData/en/ec/101346.pdf�.    





� 	Disponible en � HYPERLINK "http://www.statewatch.org/news/2008/oct/eu-european-pact-imm-asyl-13440-08.pdf" ��http://www.statewatch.org/news/2008/oct/eu-european-pact-imm-asyl-13440-08.pdf�.   





� 	Y es que la imposición de cláusulas de readmisión en los Acuerdos y Tratados celebrados por la UE con terceros países es una caución que, en no pocas ocasiones, está conectada de facto con la activación-desactivación de líneas de ayuda económica con el país de origen. Por todos, véase a M. BLANDINI, quien apunta el riesgo de utilización de los incentivos vcomo meros instrumentos de condicionalidad positiva en el marco de las políticas de cooperación al desarrollo. “La dimensión exterior de la política de inmigración de la Unión Europea”, Revista General de Derecho Europeo, 18, 2009; recurso electrónico disponible en � HYPERLINK "http://www.iustel.com" ��www.iustel.com�, p. 38; S. NAÏR, Y vendrán...las migraciones en tiempos hostiles, Barcelona, 2006, p. 146. En 2004 una Comunicación del Consejo, estudios sobre los vínculos de la inmigración legal e ilegal, COM (2004) 412 final (apartado 2.3), abogaba por desligar esos incentivos de los acuerdos de readmisión.; recurso electrónico disponible en


 � HYPERLINK "http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2004:0412:FIN:EN:PDF" ��http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2004:0412:FIN:EN:PDF�. 


  


� 	Algunas normas son más explícitas y pretenden que se vigilen los puestos fronterizos vecinos de forma subvencionada. Véase RD 845/2006, de 7 de julio, por el que se regula la concesión de una subvención extraordinaria al reino de Marruecos para la mejora del control de sus fronteras y lucha contra la inmigración ilegal (BOE núm. 162, de 8 de julio). 





� 	Y teniendo presente, como subraya L. PERAL FERNÁNDEZ, que la vinculación entre la ayuda financiera y técnica a terceros Estados y el alivio de la presión migratoria que soporta Europa puede dar lugar, en efecto, a la reasignación de los fondos de cooperación al desarrollo en relación con el cumplimiento de fines que le son completamente ajenos.  “Límites jurídicos al discurso político sobre el control de flujos migratorios: non refoulement, protección en la región de origen y cierre de fronteras europeas”, Revista electrónica de estudios internacionales, 11, 2006; recurso electrónico disponible en � HYPERLINK "http://www.reei.org/reei%2011/L.Peral(reei11).pdf" ��http://www.reei.org/reei%2011/L.Peral(reei11).pdf�, p. 9.  





� 	En muchos Acuerdos, además de la clásica prueba de la nacionalidad, se contienen cláusulas de admisión de nacionales de terceros Estados siempre que se acredite que accedieron a territorio comunitario desde el país con el que haya suscrito Convenio. La Unión Europea, en su afán de evitar que la institución quede sin efecto práctico por la indocumentación voluntaria o forzosa de la persona que va a ser repatriada, ha establecido un catálogo amplio de documentos acreditativos del vínculo jurídico-político del nacional objeto del procedimiento de readmisión, sea de forma explícita o indirecta. Normalmente esta lista de documentos se establece en los Anexos de los respectivos Acuerdos. Incluso se admite hasta la declaración escrita de testigos, que introduce matices quasi-inquisitoriales en este proceso. Por todos, véase art. 3.1 Acuerdo de readmisión entre la Comunidad Europea y la Federación Rusa, de 25 de mayo de 2006 (DOUE L 129 de 17 de mayo de 2007). No obstante, los problemas probatorios subsisten y la “la falta de documentación continúa siendo un obstáculo para el retorno efectivo de migrantes ilegales” como se afirma en la Comunicación de la Comisión Europea sobre prioridades políticas en la lucha contra la inmigración ilegal de los nacionales de terceros países, COM (2006) 402 final, de 19 de julio (apartado 3. g. 47). A estos impedimentos hay que unir más específicamente otros como plazos máximos para formular la petición de readmisión (por ejemplo, véase art. 10, acuerdo de readmisión entre la UE y Serbia o, a nivel de acuerdos celebrados entre Estados miembros con países terceros, el  acuerdo suscrito por España con Marruecos, a título enunciativo). 





� 	Además, las reticencias de los Estados requeridos para suscribir acuerdos tiene mucho que ver con ese recelo hacia la presencia del elemento preventivo en la política de inmigración. Véase B. HEMINGWAY, “Asuntos migratorios en las relaciones con terceros países: una perspectiva desde la OIM”, La dimensión exterior de las políticas de inmigración en la Unión Europea. V Seminario Inmigración y Europa, Fundació  CIDOB, pp. 40-49, p. 48; recurso electrónico disponible en � HYPERLINK "http://www.cidob.org" ��www.cidob.org�. 





� 	Véase Resolución del Parlamento Europeo sobre desarrollo e inmigración de 6 de julio de 2006, P6_TA(2006)0319 (punto 76); recurso electrónico disponible en  � HYPERLINK "http://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?pubRef=-//EP//NONSGML+TA+P6-TA-2006-0319+0+DOC+PDF+V0//EN" ��www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?pubRef=-//EP//NONSGML+TA+P6-TA-2006-0319+0+DOC+PDF+V0//EN�. 





� 	Sin la utopía, todo pensamiento convierte en imposible el movimiento de sus aspiraciones. J. L. CASTILLA VALLEJO, Hacia un multiculturalismo de la complejidad, La Laguna, 2005, p. 85. 





� 	Cualquiera de las Partes contratantes pueden ser Estados requirentes y requeridos de readmisión. 





� 	Como señala S. GIL ARAUJO, “de manera silenciosa, los países que conforman las fronteras exteriores de la Unión están creando las precondiciones para un nuevo régimen fronterizo localizado fuera de la UE [...] transfiriendo competencia y responsabilidades hacia enclaves ubicados en países de dudoso prontuario en lo referente a derechos, al margen de cualquier tipo de control legal y social”. “Redefiniendo las fronteras de Europa. Sobre la deslocalización del control migratorio comunitario”,  en I. Markez (coord.), Respuestas a la exclusión. Políticas de inmigración, interculturalidad y mediación, Donostia-San Sebastián, 2006, p. 60. En sentido análogo, se pronuncia JIMÉNEZ GARCÍA, “La práctica convencional de readmisión forzada en la política migratoria de la Unión Europea: del maximalismo de los Consejos Europeos al minimalismo de los acuerdos”, op. cit., p. 471; J. DE LUCAS MARTÍN, para el que la política de convenios parece orientada al objetivo de asociar a esos países exclusivamente en su función de policía de fronteras, conforme a la prioridad de esta política, que es la lucha contra la inmigración ilegal, “El Derecho frente al fenómeno de las nuevas migraciones”, R. del Águila Tejerina,  (coord.), Inmigración, un desafío para España, Madrid, 2005, p 129. Afortunadamente las obligaciones de España como frontera terrestre y marítima de la UE siguen existiendo. Un interesante análisis sobre las obligaciones en materia de desembarco y repatriaciones del Estado español, desde el punto de vista del Derecho marítimo, en J. D. OLIVA MARTÍNEZ, “Derecho del mar e inmigración irregular”, Revista de Derecho migratorio y extranjería, 17, 2008, pp. 265-289.





� 	En resumidas cuentas, un mecanismo de externalidad del control como afirman G. PISARELLO y M. APARICIO WILHEMI, “Multiplicar las fronteras, externalizar el control”, Viento sur: por una izquierda alternativa, 89, 2006, p. 113. 





� 		El extranjero readmitido reiterará su intento de alcanzar la sociedad del primer mundo porque en su perspectiva existencial será mejor ser clandestino en una tierra supuestamente promisoria que un ser humano prisionero del “estado de naturaleza” en que vive.   





� 	El Sr. Ministro de Asuntos Exteriores y Cooperación publicó en la web del Real Instituto Elcano en diciembre de 2005 un artículo en que abogaba por el compromiso ético y político con África; recurso electrónico disponible en � HYPERLINK "http://www.realinstitutoelcano.org/analisis/868.asp" ��http://www.realinstitutoelcano.org/analisis/868.asp�. ¿Podremos dar el paso decidido desde la palabra a los hechos? 





� 	Los avances producidos en los últimos años no son demasiado optimistas. Cfr. el artículo publicado por A. SORROZA BLANCO, La Conferencia Euroafricana de migración y desarrollo: más allá del espíritu de Rabat, 28 de agosto de 2006, en la web del Real Instituto Elcano de Estudios internacionales y estratégicos, disponible en http://www.realinstitutoelcano.org/analisis/1028.asp. 





� 	Siempre que se respete la importancia de que los intereses de los actores presentes no perjudiquen a los inmigrantes, la alternativa al principio de reciprocidad (de escaso valor práctico en la materia), como sugiere R. BAUBÖCK es el principio de complementariedad de intereses, “Migración y ciudadanía”, en A. M. López Sala y V. Esteban, V. (coord.), Zona Abierta 116/117, Las políticas migratorias, Madrid, 2006, p. 155.





� 	Y hablamos de lege ferenda de poner en común la práctica del alejamiento ante la compleja y fragmentaria suscripción de acuerdos a tres bandas: la Unión con terceros Estados; los Estados entre sí y los Estados con terceros países.





� 	No está muy lejano (octubre de 2005), por el “sonrojamiento” que debe producir a todo defensor de los derechos humanos, el abandono por Marruecos de cientos de inmigrantes subsaharianos procedentes de Ceuta y Melilla en el desierto (incluidos niños y embarazadas). Lamentablemente, de forma mayoritaria la reacción de los poderes públicos ante este tipo de situaciones, por su impacto en los medios, es transitoria y dura lo que tarda la noticia en dejar de ser de interés público.  Más recientemente, leeemos en � HYPERLINK "http://www.elmundo.es" ��www.elmundo.es� de 18 de junio de 2009 una noticia  que, de confirmarse, produce la más rotunda reprobación. Disponible en


 � HYPERLINK "http://www.elmundo.es/elmundo/2009/06/18/espana/1245316843.html" ��www.elmundo.es/elmundo/2009/06/18/espana/1245316843.html�. Desgraciadamente no es la primera vez que se denuncia tipos de comportamientos como éstos.  ¿Quién no recuerda aquella denuncia de uso de camisas de fuerza para repatriar a los inmigrantes irregulares?





� 	El Gobierno lanza “orgulloso” sus cifras. En 2007 las repatriaciones aumentaron un 6 % a pesar de que la llegada de inmigrantes ilegales disminuyó un 54%. Noticia disponible en  


� HYPERLINK "http://www.intermigra.info/extranjeria/modules.php?name=News&file=article&sid=1448" ��http://www.intermigra.info/extranjeria/modules.php?name=News&file=article&sid=1448�. El ministro Rubalcaba dice que España es quién más y mejor repatría. Noticia disponible en www.europapress.es, de fecha 1 de octubre de 2008. Por su parte, en 2008 mientras la cifra de expulsiones aumentó un 12%, el número de readmisiones descendió en un 1%. Datos oficiales  disponibles en 


� HYPERLINK "http://www.mir.es/DGRIS/Notas_Prensa/Ministerio_Interior/2009/np011203.html" ��http://www.mir.es/DGRIS/Notas_Prensa/Ministerio_Interior/2009/np011203.html�. O lo que es lo mismo, de las más de 10.000 expulsiones realizadas en 2008, sólo poco más de 6.100 fueron materializadas mediante los correspondientes acuerdos (un 60%). El problema es que el porcentaje de materialización es bajo (las cifras varían según los medios al no estar publicados datos oficiales). Véase la noticia contenida en � HYPERLINK "http://arraigo.com.es/index.php/Arraigo-social/El-88-de-las-expulsiones-de-inmigrantes-no-se-ejecuta.html" ��http://arraigo.com.es/index.php/Arraigo-social/El-88-de-las-expulsiones-de-inmigrantes-no-se-ejecuta.html�. Por su parte, el principal partido de la oposición cifra las materializaciones en un 30%; noticia disponible en � HYPERLINK "http://www.abc.es" ��http://www.abc.es� de 11 de febrero de 2008. ¿Y el resto? Pues formará parte de esa bolsa de invisibles jurídicos que, cuando tengan dictada una orden de salida obligatoria, ni siquiera podrán solicitar la regularización de su situación. 





�        Los documentos más recientes no dan a entender que entre las preocupaciones principales esté precisamente la adopción de medidas prácticas de protección de los derechos humanos de los readmitidos. Se realiza un ejercicio políticamente correcto abogando por la defensa de los derechos de las personas repatriadas pero no se indica qué mecanismos reales están aplicándose para hacer efectiva esa protección.  A título de ejemplo, el Dictamen del Comité de las Regiones “Una Política Común de Emigración para Europa”, publicado en DO C 76 de 31.3.2009, sigue insistiendo en la  readmisión como parte fundamental de la lucha contra la inmigración irregular (punto 27). En sentido análogo, el Dictamen del Comité de las Regiones Un enfoque global de la migración: el desarrollo de una política europea de inmigración laboral y su encaje en las relaciones con los países terceros DO C 257 de 9.10.2008 (punto 28). De afianzar la política de readmisión en el marco del planteamiento global de la inmigración (especialmente con los países del Magreb y del África subsahariana) (apartados 2.2 y 3.1, respectivamente) apunta la  Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones -Reforzar el planteamiento global de la migración: aumentar la coordinación, la coherencia y las sinergias, COM/2008/0611 final; recurso electrónico disponible en


 � HYPERLINK "http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2008:0611:FIN:ES:PDF" ��http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2008:0611:FIN:ES:PDF�. 


La Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones- Una política común de inmigración {SEC(2007) 1632}COM/2007/0780 final, subraya la necesidad de la cooperación para la identificación y documentación de las personas en situación irregular y en la adopción de mecanismos eficaces pero nada más; recurso electrónico disponible en


 � HYPERLINK "http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=CELEX:52007DC0780:ES:NOT" ��http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=CELEX:52007DC0780:ES:NOT�. 





� 		La asistencia mutua de las Partes a la cooperación para el desarrollo de capacidades para facilitar la reinserción de las personas repatriadas (véase por ejemplo, el art. 6.3 Anexo del Acuerdo de España con Guinea) está muy bien, pero hay que dar el salto hacia la acción decidida sobre el terreno. Y es que, como recuerda FAJARDO DEL CASTILLO, en política de readmisión los aspectos de seguridad están por encima de la protección de los derechos humanos, dándose por supuesto que las readmisiones se realizan en condiciones aceptables […], op. cit., p. 102. 





� 	La repatriación no resuelve el problema de la inmigración. Esta afirmación es del propio ministro español de Exteriores en la Conferencia Euroafricana de Inmigración y Desarrollo celebrada en Rabat en julio de 2006. Noticia difundida por el diario la Vanguardia, disponible en


 � HYPERLINK "http://www.ucm.es/cgi-bin/show-prensa?mes=07&dia=12&ano=2006&art=56&tit=b" ��http://www.ucm.es/cgi-bin/show-prensa?mes=07&dia=12&ano=2006&art=56&tit=b�. 





� 	En todo caso, como indicara V. A. MARTÍNEZ ABASCAL, lo que parece cierto es que el retorno forzoso significa, además de la resolución de la libertad de emigrar en una simple declaración cosmética, el regreso a la miseria. Ciudadanía social y políticas inmigratorias de la Unión Europea, Granada, 2005, p. 64. 





� 	Compartimos la siguiente proposición del jurista F. RUBIO LORENTE, “la justicia material no puede ser el fin del Estado, porque hoy, menos que nunca, no hay una ‘idea’ de justicia que el Estado pueda imponer a todos sus ciudadanos. Por ello, el Estado de Derecho no es un Estado de ‘justicia’ sino un Estado de ‘derechos’”. “Derechos fundamentales, derechos humanos y Estado de Derecho”, Fundamentos: cuadernos monográficos de Teoría del Estado, Derecho Público e Historia Constitucional, 4, 2006, p. 209. 





� Sería oportuno recordar que el non refoulement [obligación o principio por el que todos los Estados de la comunidad internacional están obligados a no expulsar, extraditar o rechazar en la frontera a ninguna persona cuya vida o libertad puedan correr peligro como consecuencia del acto de devolución] protege también a toda persona frente a aquellas consecuencias del acto de devolución que puedan equipararse a una violación de sus derechos básicos. PERAL FERNÁNDEZ, “Límites jurídicos al discurso político sobre el control de flujos migratorios: non refoulement, protección en la región de origen y cierre de fronteras europeas”, op. cit., p. 5. 
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